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			Falta muy grave de negativa injustificada a someterse a prueba de alcoholemia a fin de constatar la capacidad psicofísica para prestar servicio. Tipicidad


			Falta muy grave de trato vejatorio a las personas que se encuentran bajo custodia. Tipicidad


			Faltas graves consistentes en emitir manifestaciones basadas en aseveraciones falsas y en la grave desconsideración con los superiores. Derecho a la libertad de expresión


			Faltas graves de desatención del servicio y de emisión de informes irreales. Derecho a no autoincriminarse. Tipicidad


			Faltas Leves. Caducidad de los procedimientos disciplinarios por falta leve en el ámbito de la LO 12/2007, de 22 de octubre, reguladora del régimen Disciplinario de la Guardia Civil. El Tribunal de instancia desestimó el recurso contencioso disciplinario militar ordinario que formalizara un Guardia Civil, contra la resolución sancionadora que le impusiera sanción por falta leve


			Habilidad de los sábados en el cómputo de plazos. Regla específica que excluye el régimen supletorio


			Imparcialidad. Derecho a recusar


			Incompatibilidades. Actividad privada al servicio de una empresa particular


			Incompatibilidades. Régimen de incompatibilidades en el sector privado. Condición de socio de entidad mercantil con poder general otorgado por el administrador único


			Incompatibilidades. Régimen jurisdiccional. Constituye falta muy grave ser apoderado general de una SRL, propiedad de la esposa


			Incompetencia del mando sancionador. Anulabilidad y prescripción de la infracción


			Incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades. Condiciones para la validez de las pruebas practicadas en un anterior expediente incoado por los mismos hechos y archivado por caducidad


			Infracción disciplinaria. Guardia civil. Expresión “grave desconsideración”


			Infracción disciplinaria. Mal uso de armamento


			Internos en centros militares. Aplicabilidad de la LO 12/07 a quienes se encuentran recluidos por una infracción penal


			Legitimación de la representación del Estado. Legitimación del Abogado del Estado para recurrir en casación por error en la valoración de la prueba


			Legitimación para recurrir del no sancionado. Análisis casuístico del gravamen


			Libertad de expresión. Manifestaciones realizadas a los medios de comunicación por el Presidente de una Asociación de militares El ejercicio de los derechos fundamentales, tanto en el ámbito civil como en el militar, no es algo absoluto y carente de límites. Y no es sólo que la Constitución así lo establece, sino que por esencia, para que resulten compatibles, en la medida de lo posible, el derecho de todos a dicho ejercicio, es necesario delimitarlos en los casos en que se produzca una colisión o conflicto


			Libertad de expresión de los militares. Ponderación específica cuando el derecho a la libertad de expresión se ejerce en relación con el derecho fundamental de defensa


			Manifestaciones contrarias a la disciplina. Manifestaciones contrarias a la disciplina realizadas en los medios de comunicación. Libertad de expresión en el ámbito de la Guardia Civil


			Medida cautelar de cese en funciones. Falta de motivación. Vulneración del derecho a ser informado de la acusación


			Negligencia. Incomparecencia a prestar el servicio asignado


			Normativa sobre incompatibilidades. Falta Infracción de las normas sobre incompatibilidades. Actividades privadas en el ámbito de la Guardia Civil


			Notificación de la resolución sancionadora. Momento en que debe entenderse realizado el acto de comunicación


			Obligación de informar verazmente sobre asuntos del servicio. Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable. Principio acusatorio


			Presunción de inocencia. Doctrina Murray. Valoración del ejercicio del derecho a no declarar cuando concurre con prueba de cargo objetiva y consistente


			Presunción de inocencia. Ilicitud en la obtención de la prueba. Valor probatorio de las grabaciones de cámaras de videovigilancia. Derecho a la intimidad personal y a la protección de datos personales


			Presunción de inocencia. Inactividad del expedientado. En la presente sentencia, se sienta la doctrina que puede resumirse del siguiente modo: en el procedimiento sancionador por falta leve previsto para el Cuerpo de la Guardia Civil, la inactividad del expedientado no equivale a conformidad ni afecta al derecho a la presunción de inocencia


			Presunción de inocencia. Prueba electrónica. Prueba indiciaria


			Presunción de inocencia invertida. Inviabilidad de su invocación por las partes acusadoras


			Principio “Pro Actione”. Requisitos formales de la interposición del recurso. Necesidad de citar los motivos casacionales. Principio “pro actione”


			Procedimiento sancionador por falta leve .Indefensión En relación a un procedimiento sancionador que concluyó con la imposición de sendas sanciones por dos faltas leves, una por “inexactitud en el cumplimiento de las órdenes recibidas” y la otra, por “negligencia en el cumplimiento de los deberes u obligaciones o de las normas de régimen interior”, se planteó el tema de la posible indefensión del sancionado


			Prueba. Indefensión por no haber sido informado el expedientado de su derecho a practicar un contraanálisis. Habitualidad en el consumo de drogas


			Prueba ilegalmente obtenida. Hallazgo casual. La intervención telefónica no es hábil para investigar una infracción administrativa


			Recurso contencioso disciplinario militar. Legitimación


			Recurso de alzada. Modificación de la calificación jurídica


			Recurso preferente y sumario. Objeto


			Régimen de notificaciones. Notificación al defensor o asesor del interesado


			Régimen disciplinario de la Guardia Civil. Artículo 7.13: Haber sido condenado “por cualquier otro delito”, comprende los delitos imprudentes


			Sanción de separación del servicio. Finalidad correctora en situación administrativa de reserva


			Suspensión de empleo por tiempo superior a seis meses. Cese en el destino e imposibilidad de obtener otro durante dos años en la misma unidad. Non bis in ídem


			Suspensión del plazo de caducidad del expediente disciplinario. Nulidad de las diligencias de instrucción. Alzamiento de la suspensión


			Uso ilegal y divulgación de imágenes de videocámaras. Tipo disciplinario en blanco. Falta de homogeneidad de las obligaciones impuestas


			Utilización de medios o recursos oficiales para uso particular. No devolución de mobiliario tras cesar en el destino


			Vulneración de normas sobre incompatibilidades. Tipicidad. Mera administración del patrimonio personal o familiar


			Vulneración del régimen de incompatibilidades. Oficial de la Guardia Civil en situación de reserva que desempeña el cargo de Jefe de la Policía Local


			Vulneración del régimen de incompatibilidades. Proporcionalidad e individualización de la sanción


			Vulneración del régimen de incompatibilidades. Tipicidad. Suspensión de empleo: efecto del cese en el destino


			VII SALA DE CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN DEL ARTÍCULO 39 DE LA LOPJ


			A ALLANAMIENTO DE INSTALACIONES MILITARES. SUJETO ACTIVO. CONEXIDAD


			B DELITO DE DESLEALTAD. ASUNTOS DE SERVICIO


			C CONFLICTO DE JURISDICCIÓN Nº 2/2021 SUSCITADO ENTRE EL JUZGADO TOGADO MILITAR CENTRAL Nº 1 y EL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN Nº 1 DE MADRID


			D CONFLICTO DE JURISDICCIÓN Nº 2/2020 SUSCITADO ENTRE EL JUZGADO TOGADO MILITAR Nº 13 DE VALENCIA Y EL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN Nº 1 DE TORREVIEJA (ALICANTE)


			VIII SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y JURISDICCIÓN MILITAR


			Acción popular


			Declinatoria de jurisdicción (jurisdicción ordinaria y jurisdicción militar)


			Derecho al juez ordinario predeterminado por la ley


			Garantía de no discriminación


			Insumisos


			Sanción de arresto en establecimiento penitenciario


			Vulneración de acceso a la justicia, del principio de control judicial de la actividad administrativa y de la subsidiariedad del recurso de amparo


			Vulneración de los derechos de defensa y presunción de inocencia


			Vulneración del art. 53.2 CE


			IX SENTENCIAS DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS Y JURISDICCIÓN MILITAR


			Arresto domiciliario. Inaplicabilidad de la reserva española al régimen disciplinario de la Guardia Civil


			Derecho a un proceso equitativo


			Negación de permiso de paternidad a un militar ruso


			No prohibición de sindicarse


			Obligación de reserva


			Preferencia de la Autoridad Judicial Penal sobre la Administración


			Responsabilidad penal y disciplinaria militar con arresto


			Tratos inhumanos o degradantes


			Violación del art. 6.1 CEDH


			X SENTENCIAS DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNION EUROPEA Y JURISDICCIÓN MILITAR (CUESTIONES PREJUDICIALES)


			Actividad  de  imaginaria  ejercida  por  un  militar  durante  un  período  de  guardia localizada


			El Derecho Comunitario no se opone a que el servicio militar obligatorio esté reservado a los hombres


			El principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo


			Igualdad de trato entre hombres y mujeres. Negativa a contratar a una mujer como cocinera en los Royal Marines.


			Límites de la libertad de prensa en relación con documentos militares confidenciales


			Negativa a cumplir el servicio militar


		


	

		

			RESPONSABILIDAD PENAL Y DISCIPLINARIA MILITAR: DERECHO PENAL MILITAR. GARANTÍAS PENALES Y APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. DERECHO DISCIPLINARIO MILITAR. PROCEDIMIENTO PENAL Y EXPEDIENTES DISCIPLINARIOS. RECURSO CONTENCIOSO-DISCIPLINARIO MILITAR. SENTENCIAS DE LA SALA DE LO MILITAR DEL TRIBUNAL SUPREMO (PENAL Y CONTENCIOSO-DISCIPLINARIO). SALA DE CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN DEL ARTÍCULOS 39 DE LA LOPJ Y JURISDICCIÓN MILITAR. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y JURISDICCIÓN MILITAR. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS Y JURISDICCIÓN MILITAR. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL DE LA UNIÓN EUROPEA Y JURISDICCIÓN MILITAR (CUESTIONES PREJUDICIALES).


			I DERECHO PENAL MILITAR


			A CÓDIGO PENAL MILITAR


			El Derecho Penal Militar sustantivo está constituido por aquellas normas que establecen los delitos, determinan sus penas y demás consecuencias jurídicas. El Código Penal Militar (CPM), que supone la ruptura definitiva de una visión autónoma del Derecho Penal Militar en favor de una normativa de naturaleza complementaria al Código Penal (CP), es una norma penal complementaria del Código Penal por su carácter de ley penal especial respecto del texto punitivo común.


			Con base en la doctrina constitucional que interpreta el art. 117.5 de la Constitución Española (CE), se limita el ámbito de la jurisdicción militar a lo estrictamente indispensable. Por ello, la Ley Orgánica 14/2015, de 14 de octubre, del CPM, es de aplicación en tiempos de normalidad a los delitos exclusivamente militares tanto por su directa conexión con los objetivos, tareas y fines propios de las Fuerzas Armadas (indispensables para las exigencias defensivas de la comunidad como bien constitucional), como por la necesidad de una vía judicial específica para su conocimiento y eventual represión. Los bienes jurídicos protegidos por el CPM han de ser estrictamente castrenses en función de los fines que constitucionalmente corresponden a las Fuerzas Armadas, de los medios puestos a su disposición para cumplir sus misiones y del carácter militar de las obligaciones y deberes cuyo incumplimiento se tipifica como delito militar.


			En el ámbito de aplicación del CPM, destaca la separación de las infracciones disciplinarias militares, y, se proclama la supletoriedad de las disposiciones del CP y la aplicación de su Título Preliminar en todo caso.


			Los delitos militares tipifican conductas que lesionan los bienes jurídicos, estricta o esencialmente militares incriminados en la legislación penal común, siempre que sean cualificados por la condición militar del autor y, además, por su especial afección a los intereses, al servicio y a la eficacia de la organización castrense. A esta concepción obedece la consideración como delitos militares de los delitos de traición y delitos contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, cuando son cometidos por un militar con abuso de las facultades e infracción de los deberes establecidos en la Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas o en la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil.


			En el CPM se tipifican los delitos contra la seguridad y defensa nacionales (traición militar; espionaje militar; revelación de secretos e informaciones relativas a la seguridad y defensa nacionales -militar que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los arts. 277 ó 598 a 603 CP-; atentados contra los medios o recursos de la seguridad o defensa nacionales; incumplimiento de bandos militares en situación de conflicto armado o estado de sitio; delitos contra centinela, autoridad militar, fuerza armada o policía militar; y ultrajes a España e injurias a la organización militar), delitos contra la disciplina (sedición militar, insubordinación -insulto a superior y desobediencia- y abuso de autoridad), delitos relativos al ejercicio de los derechos fundamentales y de las libertades públicas por los militares, delitos contra los deberes del servicio (cobardía; deslealtad; delitos contra los deberes de presencia y de prestación de servicios -abandono de destino o residencia, deserción, quebrantamientos especiales del deber de presencia e inutilización voluntaria y simulación para eximirse del servicio-; delitos contra los deberes del mando -incumplimiento de deberes inherentes al mando y extralimitaciones en el ejercicio del mando-; quebrantamiento de servicio -abandono de servicio, delitos contra los deberes de centinela y embriaguez e intoxicación por drogas tóxicas en acto de servicio-; delitos de omisión del deber de socorro; delitos contra la eficacia del servicio; y delitos contra otros deberes del servicio) y delitos contra el patrimonio en el ámbito militar1.


			Determinadas condiciones o cualidades en el sujeto activo del delito califican a este como especial, y, los autores califican a los delitos militares como delitos especiales.


			En la aplicación de las penas, los Tribunales Militares seguirán las mismas reglas señaladas en el Código Penal y razonarán en la sentencia la individualización penal.


			B CONDICIÓN MILITAR Y SUJECIÓN ESPECIAL


			El concepto de militar viene auspiciado por las misiones que el art. 8 CE y la Ley Orgánica de Defensa Nacional encomiendan a las FFAA, fijándose en la Ley de la Carrera Militar los requisitos necesarios para adquirir la condición de militar profesional y los supuestos de cese de la misma (no todas las situaciones administrativas de personal conllevan un vinculación con las disposiciones del CPM). Los miembros de la Guardia Civil tienen la condición de militar2.


			En relación con el art. 8 CE hemos de tener en consideración la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar (LOCOJM); LO 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar (LOPM); el RD 1396/1992, de 20 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios Militares; la LO 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, que deroga la LO 6/1980, de 1 de julio, por la que se regulan los criterios básicos de la Defensa Nacional y la Organización Militar; la Ley 8/2006, de 24 de abril, de Tropa y Marinería; la Ley 39/2007, de 19 de diciembre, de la Carrera Militar; el Real Decreto (RD) 383/2011, de 18 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Reservistas de las Fuerzas Armadas; el Real Decreto 96/2009, de 6 de febrero, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas; la LO 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas; el RD Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante; el RD 454/2012, de 5 de marzo, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Defensa; la LO 8/2014, de 4 de noviembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas (LORDFFAA); la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, que deroga la Ley 2/1985, de 21 de enero, sobre Protección Civil; la LO 14/2015, de 14 de octubre, del Código Penal Militar, que deroga la LO 13/1985, de 9 de diciembre, del Código Penal Militar; y el RD Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.


			El Ejército es una institución existente en el Antiguo Régimen que ha estado presente en el constitucionalismo histórico español siguiendo sus circunstancias cambiantes, aunque el art. 37 de la Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967 establecía que las Fuerzas Armadas (FFAA) estaban constituidas por los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire y las Fuerzas de Orden Público; en la actualidad las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se regulan en la Ley 2/1986, de 13 de marzo, y , no están integradas en las FFAA, aunque la Guardia Civil de conformidad con lo dispuesto en los arts. 23 y 25 de la Ley orgánica de Defensa Nacional (LODN) es un instituto armado de naturaleza militar dependiente del Ministerio de Defensa en el cumplimiento de las misiones de carácter militar y en tiempo de conflicto bélico y durante la vigencia del estado de sitio depende directamente del Ministerio de Defensa en los términos que determine el Presidente del Gobierno, y, el Cuerpo Nacional de Policía en tiempo de conflicto bélico y durante la vigencia del estado de sitio depende del Ministerio del Interior a tenor de lo establecido en el art. 27 LODN.


			La Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas, establece que los militares son titulares de los derechos fundamentales que la Constitución Española reconoce y garantiza en su Título I, pero con concretas limitaciones en su ejercicio. La STC 11/1981, de 8 de abril, declara que «en algunas ocasiones el límite del derecho deriva de la Constitución sólo de manera mediata o indirecta, en cuanto que ha de justificarse por la necesidad de proteger o preservar no sólo otros derechos constitucionales, sino también otros bienes constitucionalmente protegidos». Se consideran bienes o valores constitucionalmente protegidos la disciplina y la jerarquía militares como factores para mantener la necesaria cohesión y unidad de las FAS en orden al cumplimiento de las misiones asignadas por el artículo 8 CE.


			Estas limitaciones a los derechos fundamentales de los militares son las que explican que la relación estatutaria de estos ciudadanos sea calificada como una relación especial de sujeción donde los poderes de la Administración se ven incrementados para intervenir en la esfera de los derechos y libertades de aquellos que ostentan la condición militar. En el ámbito militar los valores y principios de la disciplina, jerarquía, unidad y neutralidad política acaban imponiendo límites a los derechos fundamentales de los militares, que definen una intensa relación especial de sujeción.


			La disciplina militar encuentra su especificidad en la función que las Fuerzas Armadas cumplen para lograr los fines estatales; los  principios  y  normas  especiales  que  rigen  la  disciplina  militar  permiten,  en  el  aspecto organizativo  un  cabal  cumplimiento  de  las  funciones  que deben  cumplir  Fuerzas  Armadas,  y,  en  lo  profesional  un  correcto  y  justo  desempeño  de  las  actividades  del  personal militar. La jerarquía militar obedece a la eficacia de una organización estricta, donde cada uno conoce sus funciones con un sentido muy claro de obediencia. La unidad militar es un elemento de organización permanente dentro de las Fuerzas Armadas. Y la  neutralidad  política  militar  funciona como  una  garantía  de  los  derechos  humanos  y define  un  aspecto  propio  de  la  disciplina  que  caracteriza  a  las Fuerzas  Armadas  en  un  Estado  de  Derecho.


			La nueva ley orgánica sobre derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas supone un hito en el Derecho militar español y forma parte, junto con la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de Defensa Nacional (LODN), la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la Carrera Militar (LCM), y las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, aprobadas por Real Decreto 96/2009, de 6 de febrero, de una profunda innovación del mismo (constituye un auténtico estatuto integral de los derechos fundamentales de los militares).


			C PRINCIPIOS DE UNIDAD Y PLENITUD JURISDICCIONAL


			La consagración por el art. 117.5 CE del principio de unidad jurisdiccional como base de la organización y funcionamiento de los Tribunales, no implica que por los diversos órganos y órdenes jurisdiccionales existentes se realice una labor distinta, sino que entre ellos se produce una distinción funcional de la potestad jurisdiccional única e indivisible, ya que la jurisdicción no se parte; por lo que ha dicho principio ha de ajustarse la distinción entre jurisdicción penal y la de carácter contencioso-administrativo. El principio de unidad jurisdiccional se refiere al ámbito de enjuiciamiento y no al de la descripción o calificación de los hechos. La Jurisdicción Militar puede organizarse teniendo en cuenta las peculiaridades de la Institución en cuyo seno se ejerce, lo que origina diferencias tanto sustantivas como procesales. Los arts. 117.3 CE (y 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial LOPJ) abarcan el principio de plenitud jurisdiccional ``juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado´´; correspondiendo en exclusiva a los Jueces y Tribunales del Poder Judicial valorar la prueba, y, seleccionar, interpretar y aplicar las normas legales; y el Tribunal Constitucional tiene que respetar y reconocer el margen de apreciación de los Tribunales ordinarios en el ejercicio de su competencia reconocida en el art. 117.3 CE.


			El art. 117.3 CE abarca el principio de plenitud jurisdiccional ``juzgando y haciendo ejecutar los juzgado´´ (Sentencia del Tribunal Constitucional STC 1/1981, de 26 de enero); correspondiendo en exclusiva a los jueces y tribunales del Poder Judicial valorar la prueba y seleccionar, interpretar y aplicar las normas legales aplicables al caso (Sentencias del Tribunal Constitucional SSTC 156/1989, de 5 de octubre, y, 90/1990, de 23 de mayo). El ejercicio de la potestad jurisdiccional corresponde al órgano judicial que resulte predeterminado por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento (STC 101/1984, de 8 de noviembre); y a las cuestiones de competencia se refiere el art. 117.3 CE cuando alude a los juzgados y tribunales determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan (STC 8/1998, de 22 de enero). El art. 117.3 y 4 CE que desarrolla el principio consagrado en el art. 24.2 CE en relación con el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley (STC 56/1990, de 29 de marzo), impide al Poder Judicial ejercitar otras funciones que no sean las de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (STC 22/1984, de 17 de febrero) y sólo le corresponde la aplicación de las leyes (STC 65/1986, de 22 de mayo); teniendo que respetar y reconocer el Tribunal Constitucional el margen de apreciación de los tribunales ordinarios (STC 79/1990, de 26 de abril), no pudiendo, por ello, sustituir el juicio de hecho del órgano judicial que, en el ejercicio de su función exclusiva, aplica la norma propia de la legalidad ordinaria al supuesto de hecho existente (STC 41/1989, de 16 de febrero).


			Entre los diversos órganos y órdenes jurisdiccionales existentes, se produce una distinción funcional de la potestad jurisdiccional única e indivisible. El Poder Judicial es único, y así se desprende del art. 117.5 LOPJ (STC 62/1990, de 30 de marzo); imponiéndose una consideración forzosamente restrictiva del alcance de la jurisdicción militar a los supuestos previstos constitucionalmente (ámbito estrictamente castrense y estado de sitio). Las peculiaridades del Derecho Penal Militar y Procesal Militar resultan genéricamente de la organización profundamente jerarquizada del Ejército, en el que la unidad y disciplina desempeñan un papel crucial para alcanzar los fines encomendados a la institución por el art. 8 CE (STC 180/1985, de 19 de diciembre). Declara la STC 179/2004, de 21 de octubre, que “la relación jerárquica entre los miembros de las Fuerzas Armadas, exteriorizada en el rango atribuido por los diversos empleos militares en que se halla estructurada y en el mando a ellos asociado, cumple su cometido en el ámbito que le es propio, es decir, en los aspectos atinentes a la organización y funcionamiento de la Administración militar, para lograr de este modo tanto la plena operatividad del principio constitucional de eficacia que se predica de dicha Administración, al igual que de las restantes Administraciones públicas (art. 103.1 CE), como el efectivo y cabal cumplimiento de la misión encomendada por el art. 8.1 CE a las Fuerzas Armadas, esto es, garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional. Por ello el valor o principio de la disciplina militar no debe extravasar su propio ámbito para proyectarse en el seno del proceso, en cuanto éste es instrumento de enjuiciamiento y satisfacción de pretensiones, y ello aunque tal proceso, como el sustanciado por la jurisdicción militar en averiguación y castigo de los delitos y faltas militares, ofrezca algunas peculiaridades, que deberán, en todo caso, atenerse a la exigencia del art. 117.5 CE, de estar reguladas de acuerdo con los principios de la Constitución... el proceso penal ante la jurisdicción castrense se erige en la garantía máxima de la disciplina militar en su núcleo sustancial y justamente respecto de las vulneraciones más graves de dicha disciplina,… el militar agraviado por un presunto delito o falta cometido por un superior (o inferior) jerárquico está obligado a formular denuncia ante el Juez Togado Militar, el Fiscal Jurídico Militar, o la Autoridad militar que tuviere más inmediatos (arts. 130.6 y 134 LOPM), hasta el punto de que el incumplimiento del deber de denunciar constituye un delito contra la Administración de la Justicia Militar (art. 181 del Código penal militar)…”.


			En relación con el obligado cumplimiento de las sentencias y demás resoluciones firmes, declara la STC 136/1997, de 21 de julio, que el mandato impuesto por el art. 118 CE ha de ser cumplido por los propios órganos jurisdiccionales; y ello implica, indudablemente, que el órgano judicial inferior ha de respetar y dar plena eficacia a una resolución judicial firme dictada por el superior.


			D INFRACCIONES PENALES Y ADMINISTRATIVAS


			La LO 14/2015, de 14 de octubre, del Código Penal Militar (CPM), regula el ámbito de aplicación del CPM, con separación de las infracciones administrativas disciplinarias; mantiene las definiciones castrenses de militar y autoridad militar, actualizadas de acuerdo con las exigencias derivadas de la legislación interna e internacional ratificada por España y las precisiones aportadas por la jurisprudencia y la doctrina; la noción de delito militar abarca los definidos en la parte especial del código castrense como delitos militares y las conductas que lesionen bienes jurídicos estricta o esencialmente militares incriminados en la legislación penal común cualificados por la condición militar del autor y por su especial afección a los intereses castrenses; es notable la simplificación del sistema penológico y su adecuación al CP; y en relación con los delitos contra la seguridad y defensa nacionales, tipifica de forma independiente determinadas conductas constitutivas del delito de traición militar al no encontrarse previstas en el delito de traición del CP, en relación con el delito de revelación de secretos e informaciones relativas a la seguridad y defensa nacionales se remite al CP.


			El CPM será de aplicación a las infracciones que constituyan delitos militares para la protección de bienes jurídicos estrictamente castrenses, y, es de aplicación en todo caso el Título Preliminar del CP y serán aplicables el resto de sus disposiciones a los delitos militares como supletorias en lo no previsto expresamente por el CPM. Cuando a una acción u omisión constitutiva de un delito militar le corresponda en el CP una pena más grave, se aplicará dicho Código por la Jurisdicción Militar. También  será de aplicación a las infracciones que constituyan delitos militares, y, las infracciones disciplinarias cometidas por los miembros de las Fuerzas Armadas (FFAA) y de la Guardia Civil se regirán por la LO 8/2014, de 4 de noviembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas (LORDFFAA). El Régimen Disciplinario de la Guardia Civil se regula por la LO 12/2007, de 22 de octubre, aunque se aplicará la LORDFFAA al personal de la Guardia Civil cuando actúe en misiones de carácter militar o integrado en unidades militares.


			La conjugación de los principios penales de lesividad del derecho penal y de intervención mínima, justifican los supuestos de mayor afectación del bien jurídico protegido en sede penal, quedando protegidos los demás en el ámbito de la potestad sancionadora de la Administración.


			El Código Penal Militar será de aplicación a las infracciones que constituyan delitos militares3. Las infracciones disciplinarias cometidas por los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Guardia Civil se regirán por su legislación específica.


			La referida LO 8/2014, de 4 de diciembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas (LORDFFAA), tiene por objeto regular el régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas con la finalidad de garantizar la observancia de las reglas de comportamiento de los militares, en particular la disciplina, la jerarquía y la unidad, que, de acuerdo con la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico, constituyen el código de conducta de los miembros de las Fuerzas Armadas. Están sujetos a esta disposición normativa los militares que mantienen una relación de servicios profesionales con las Fuerzas Armadas, mientras no pasen a alguna situación administrativa en la que tengan su condición militar en suspenso; los reservistas cuando se encuentren incorporados a las Fuerzas Armadas; los alumnos de los centros docentes militares de formación y los aspirantes a la condición de reservistas voluntarios en su periodo de formación militar están sujetos a lo previsto en esta ley (las infracciones de carácter académico en la enseñanza de formación no están incluidas en el régimen disciplinario militar y se sancionarán de acuerdo con sus normas específicas); y quienes pasen a tener cualquier asimilación o consideración militar, de conformidad con la Ley Orgánica reguladora de los estados de alarma, excepción o sitio4.


			El régimen disciplinario regulado en esta disposición normativa se entiende sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal en la que puedan incurrir los miembros de las Fuerzas Armadas, así como del ejercicio de las potestades disciplinarias judiciales, que se harán efectivas en la forma prevista por las normas que las regulan. La iniciación de un procedimiento penal no impedirá la incoación y tramitación de expedientes disciplinarios por los mismos hechos, pero la resolución definitiva del expediente sólo se podrá producir cuando fuese firme la dictada en aquel procedimiento, cuya declaración de hechos probados vinculará a la Administración; y sólo podrá recaer sanción penal y disciplinaria sobre los mismos hechos, cuando no hubiere identidad de bien jurídico protegido.


			Las faltas disciplinarias en el ámbito militar con base en la LORDFFAA pueden ser leves, graves y muy graves. En consideración al principio de legalidad, son tipificadas como faltas disciplinarias leves, cuando no constituyan infracción más grave de las tipificadas en el art. 7 de la LORDFFAA o delito de los tipificados en el CPM, las previstas en el art. 6 LORDFFAA5; son también tipificadas como faltas graves, cuando no constituyan falta muy grave de las tipificadas en el art. 8 LORDFFAA o delito de los tipificados en el CPM, las previstas en el art. 7 LORDFFAA6; y por último, son tipificadas como faltas muy graves, cuando no constituyan delito de los tipificados en el CPM, las previstas en el art. 8 LORDFFAA7.


			E JURISDICCIÓN MILITAR Y ÓRGANOS


			1º.- Jurisdicción Militar


			Con base en la LO 4/1987, de 15 de julio, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar, la jurisdicción militar es especializada y su existencia se justifica por la naturaleza del Derecho que aplica, que presenta un con­tenido eminente o destacado, aunque no exclusivamente, estatutario; y por las peculiaridades de los ejércitos y demás institutos mi­litares, que constituyen organizaciones profundamente jerar­quizadas, en las que la unidad y la disciplina representan un papel esencial para alcanzar los fines que la Constitución les encomienda. 


			La jurisdicción militar, integrante del Poder Judicial del Estado, administra justicia en nombre del Rey, con arreglo a los principios de la CE y a las leyes; según los arts. 3.2 y 9.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), “la competencia de la jurisdicción militar quedará limitada al ámbito estrictamente castrense respecto de los hechos tipificados como delitos militares por el CPM y a los supuestos de estado de sitio, aunque los Tribunales y Juzgados del orden civil conocerán, además de las materias que les son propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional”. Para que un delito pueda quedar comprendido dentro de lo estrictamente castrense, será preciso tener en cuenta los factores siguientes: La naturaleza de la infracción; el bien jurídico o los intereses protegidos por la norma penal, que han de ser estrictamente militares, en función de los fines que constitucionalmente corresponden a las FFAA y de los medios puestos a su disposición para cumplir esa misión; el carácter militar de las obligaciones o deberes cuyo incumplimiento se tipifica como delito; y la condición militar del sujeto al que se imputa el delito.


			El ejercicio de la potestad jurisdiccional militar, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, en los asuntos de su competencia, corresponde exclusivamente a los órganos judiciales militares establecidos por esta Ley, de conformidad con lo establecido en el art. 117.5 CE, exigiendo este precepto constitucional una regulación legal de la jurisdicción militar que sea acorde con los principios constitucionales, de modo que sus órganos presten la tutela judicial efectiva sin indefensión y con todas las garantías a que se refiere el art. 24 CE; las Sentencias de la Sala de Conflictos de 6 de noviembre de 1991 y de 24 de octubre de 1996, declaran que “…el contenido del citado art. 117.5 CE no hace más que poner límites tanto por defecto como por exceso, prohibiendo al legislador que prescinda de la jurisdicción militar por un lado, y que al dotarla de contenido ``se exceda en lo que es su razón específica en tiempos de paz´´, de otro”. Todo órgano judicial militar, en el ámbito de su competencia, será Juez ordinario predeterminado por la ley; el art. 117.6 CE prohíbe los tribunales de excepción y concurre con el art. 24.2 CE en lo que se refiere a la garantía al juez legal o natural. El TC, basándose fundamentalmente en el Convenio Europeo de Derechos Humanos y en la jurisprudencia del Tribunal Europeo, ha extendido la garantía del juez predeterminado por la ley a todos los órdenes jurisdiccionales; constituyendo este derecho una garantía exclusivamente jurisdiccional, en el sentido de que a diferencia de otras contenidas en el mismo art. 24.2 CE, no resulta aplicable en el procedimiento administrativo sancionador.


			La CE concibe la jurisdicción militar con un carácter eminentemente restrictivo, al reducirla al ``ámbito estrictamente castrense´´, por lo que normalmente habrá que presumir la competencia de la jurisdicción ordinaria; y cuando se quebranta lo dispuesto en el art. 117.5 CE... se atribuye un asunto a la jurisdicción militar, correspondiendo a la jurisdicción ordinaria, se lesiona el derecho al juez ordinario que proclama el art. 24.2 CE. Sólo podrán imponerse penas en la jurisdicción militar en virtud de sentencia dictada por Juez o Tribunal competente y con arreglo al procedimiento establecido en la LO 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar (LOPM), y, en los Acuerdos, Convenios o Tratados Internacionales en los que España sea parte. Las diligencias previas (tienen por objeto las actua­ciones esenciales para determinar la naturaleza y circunstancias del hecho, las personas que en él han participado y el procedimiento penal aplicable) y el sumario (instrucción preliminar necesaria) son los dos procedimientos judiciales penales militares ordinarios.


			2º.- Órganos Judiciales de la Jurisdicción Militar


			Son órganos judiciales militares:


			1.- Tribunal Militar Central.


			2.- Tribunales Militares Territoriales.


			3.- Juzgados Togados Militares Centrales


			4.- Juzgados Togados Militares Territoriales.


			La existencia de la Sala Quinta de lo Militar en el Tribunal Supremo supone la unidad en el vértice de las dos jurisdicciones que integran el Poder Judicial. Está compuesta por su Presidente y siete Magistrados. Cuatro de los ocho miembros de la Sala proceden de la Carrera Judicial y los otro cuatro del Cuerpo Jurídico Militar. Actúa en procedimientos de revisión y casación y en el enjuiciamiento de personas con fuero especial ante esta Sala. También conoce de los recursos contencioso-disciplinarios que procedan contra sanciones impuestas o reformadas por el Ministro de Defensa, incluso las extraordinarias. Son personas aforadas ante esta Sala: 1) Generales de Ejército, Almirantes Generales y Generales del Aire; 2) Tenientes Generales y Almirantes cualquiera que sea su situación militar; 3) los miembros del Tribunal Militar Central; y 4) el Fiscal Togado, los Fiscales de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo y el Fiscal del Tribunal Militar Central.


			Con competencia en todo el territorio nacional y sede en Madrid, está el Tribunal Militar Central. En la sede de este Tribunal existen dos Juzgados Togados Militares Centrales, que instruyen los procedimientos cuyo conocimiento corresponda a este Tribunal. El Tribunal Militar Central se compone de: 1) un Auditor Presidente, General Consejero Togado; 2) cuatro Vocales Togados, Generales Auditores dos de los cuales han de ser Generales Auditores en activo, pudiendo ser los otros dos Oficiales Generales del Cuerpo Jurídico en reserva; y 3) Vocales Militares, Generales de Brigada o Contralmirantes. El auditor Presidente y los Vocales Togados son nombrados por Real Decreto presentado y refrendado por los ministros de Justicia y Defensa, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. En el caso de los segundos, tras ser oída la Sala de Gobierno de este Tribunal. Los Vocales Militares se nombran para ver y fallar cada procedimiento en concreto, de entre los Generales de Brigada o Contralmirantes del Ejército correspondiente al encausado o al más caracterizado de ellos. El Tribunal Militar Central actúa en Sala de Justicia y Sala de Gobierno. La Sala de Justicia conoce, entre otros, de los procedimientos que se instruyan por delito cometido en cualquier lugar del territorio nacional, o fuera de éste, que no estén atribuidos a la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo y cuando el inculpado tenga empleo igual o superior a Comandante o Capitán de Corbeta, o cuando sea persona que tenga aforamiento personal especial en la jurisdicción ordinaria y no esté reservado al Tribunal Supremo. También conoce de los recursos contencioso-disciplinarios que procedan contra las sanciones impuestas o reformadas por: 1) el Jefe del Estado Mayor de la Defensa, 2) los Jefes de Estado Mayor de cada Ejército, 3) el Subsecretario de Defensa, 4) el Director General de la Guardia Civil y 5) Oficiales Generales.


			La Sala de Gobierno tiene, entre otras, las atribuciones de gobierno del propio Tribunal y de los órganos judiciales militares inferiores, la potestad disciplinaria judicial militar y la inspección de los Tribunales Militares Territoriales y de los Juzgados Togados Militares, sin perjuicio de la facultad de inspección de todos los órganos de la jurisdicción militar que posee el Consejo General del Poder Judicial, según el art. 125 de la LO 4/1987, de 15 de julio. En cuanto a funciones estadísticas se refiere, le corresponde a esta Sala, según el tenor del artículo 25.6º de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar, “elaborar los informes que se soliciten del Tribunal, así como la Memoria al término de cada año, sobre situación de la administración de justicia militar, en la que se indicará número de asuntos iniciados y terminados y de los pendientes, y las medidas que considere necesarias para corregir las deficiencias observadas”.


			A los Secretarios Relatores de todos los órganos judiciales militares les corresponde, a tenor del artículo 76.7 de la Ley Procesal Militar, “cumplimentar la estadística judicial militar en la forma que se determine reglamentariamente”.


			En el siguiente escalón de la organización jurisdiccional militar, España se divide en cinco territorios. En cada uno de ellos existe un Tribunal Militar Territorial, con jurisdicción sobre el mismo. Sus denominaciones y sedes son las siguientes: 1) Tribunal Militar Territorial Primero, Madrid. 2) Tribunal Militar Territorial Segundo, Sevilla. 3) Tribunal Militar Territorial Tercero, Barcelona. 4) Tribunal Militar Territorial Cuarto, La Coruña. 5) Tribunal Militar Territorial Quinto, Santa Cruz de Tenerife. Todos están compuestos por una sola Sección. El Segundo podrá tener una Segunda Sección, que funcionará cuando lo determine el Gobierno, mediante Real Decreto. En cada territorio existen varios Juzgados Togados Militares Territoriales, a los que corresponde, entre otras funciones, la instrucción de los procedimientos cuyo conocimiento corresponda al Tribunal Militar Territorial del que dependan, por hechos ocurridos en la demarcación de su competencia. El Tribunal Militar Territorial se compone de: 1) un Auditor Presidente, Coronel Auditor; 2) cuatro Vocales Togados, dos Tenientes Coroneles y dos Comandantes Auditores; y 3) Vocales Militares, Comandantes o Capitanes de Corbeta. El Auditor Presidente y los Vocales Togados serán nombrados en virtud de Real Decreto, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, previo informe motivado de la Sala de Gobierno del Tribunal Militar Central. El Tribunal Militar Territorial conoce, entre otros, de los procedimientos por delito de la competencia de la jurisdicción militar cometidos en su territorio y no reservados a la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo ni al Tribunal Militar Central. También conoce de los recursos contencioso-disciplinarios contra sanciones impuestas por mandos militares del Empleo de Coronel o inferior. Al Auditor Presidente, con relación a la estadística, le corresponde, según el tenor del artículo 33.5º de la Ley Procesal Militar, “elaborar los informes que se soliciten y facilitar los datos judiciales de su territorio para la confección de la Memoria anual”.


			Los territorios jurisdiccionales son: 1) Territorio Primero: Comprende las Comunidades Autónomas de: Castilla-La Mancha, Extremadura, la Región de Murcia, Madrid y Valenciana. 2) Territorio Segundo: Comprende la Comunidad Autónoma de Andalucía y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla. 3) Territorio Tercero: Comprende las Comunidades Autónomas de: Cataluña, Aragón, las Islas Baleares y la Comunidad Foral de Navarra. 4) Territorio Cuarto: Comprende las Comunidades Autónomas de: Galicia, el Principado de Asturias, Castilla y León, Cantabria, el País Vasco y La Rioja. 5) Territorio Quinto: Comprende la Comunidad Autónoma de Canarias. 


			La Fiscalía Jurídico Militar, dependiente del Fiscal General del Estado, forma parte del Ministerio Fiscal (artículo 87 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar y artículo 12.j) de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, en su redacción dada por la Ley 24/2007, de 9 de octubre). El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad (artículo 124.2 de la Constitución). A la Fiscalía Jurídico Militar le corresponde promover la acción de la justicia en el ámbito de la jurisdicción militar, actuando en defensa de la legalidad y de los derechos e intereses tutelados por la ley, de oficio o a petición de los interesados y velar por la independencia de los órganos judiciales militares. Son órganos de la Fiscalía Jurídico Militar: 1) la Fiscalía Togada, 2) la Fiscalía del Tribunal Militar Central y 3) las Fiscalías de los Tribunales Militares Territoriales.


			El Fiscal Togado es el Fiscal Jefe de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo. Ejerce ante ella las mismas facultades que los Fiscales Jefes de las restantes Salas de dicho Tribunal. El cargo es ejercido por un General Consejero Togado. Su nombramiento y cese se efectúan por Real Decreto refrendado por el Ministro de Defensa, previo informe del Fiscal General del Estado. Está asistido, al menos, por un General Auditor y un Fiscal de Sala del Tribunal Supremo (miembro de la Carrera Fiscal).


			El Fiscal del Tribunal Militar Central ejerce las funciones de la Fiscalía Jurídico Militar ante dicho Tribunal y ante los Juzgados Togados Militares Centrales. El cargo debería ser ejercido por un General Auditor. Su nombramiento y cese se efectúan por Real Decreto refrendado por el Ministro de Defensa.


			Los Fiscales de los Tribunales Militares Territoriales ejercen las funciones de la Fiscalía Jurídico Militar ante los Tribunales Militares Territoriales para los que hayan sido nombrados y ante los Juzgados Togados Militares de su territorio. Son ejercidos por Coroneles o Tenientes Coroneles Auditores. Sus nombramientos y ceses se efectúan por Orden Ministerial. En cuanto a funciones estadísticas se refiere, al Fiscal Togado le corresponde “formar anualmente la estadística general de los procedimientos seguidos en la jurisdicción militar para lo que mantendrá relación con las Secretarías de los órganos judiciales militares”, según el tenor del artículo 95.7 de la citada Ley Orgánica.


			F RECURSO CONTENCIOSO-DISCIPLINARIO MILITAR


			Teniendo en consideración lo establecido en el art. 465.1 de la Ley Orgánica Procesal Militar (LOPM), el recurso contencioso-disciplinario militar será admisible en relación con los actos definitivos dictados por las Autoridades o Mandos sancionadores en aplicación de la Ley Disciplinaria, que causen estado en vía administrativa (el art. 3 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, excluye el recurso contencioso disciplinario militar del orden jurisdiccional contencioso-administrativo).


			II GARANTÍAS PENALES Y APLICACIÓN DE LA LEY PENAL


			Las disposiciones del Código Penal serán aplicables a los delitos militares como supletorias en lo no previsto expresamente por el presente Código. En todo caso será de aplicación el Título Preliminar del Código Penal.


			Comprende los artículos 1 a 9 CP, referidos a la garantía criminal (art. 1); garantía penal e irretroactividad de las leyes que establecen medidas de seguridad, y retroactividad de las leyes penales favorables (art. 2); garantía jurisdiccional y ejecutiva (art. 3); prohibición implícita de la analogía, exposiciones al Gobierno en el ejercicio de la jurisdicción e indulto (art. 4); principio de culpabilidad (art. 5); fundamento y limitaciones de las medidas de seguridad (art. 6); aplicación de la ley penal en el tiempo (art. 7); concurso aparente de leyes penales y principios para determinar el precepto aplicable (art. 8); y aplicación del Código Penal en la legislación especial (art. 9). 


			A PRINCIPIOS INFORMADORES DEL DERECHO PENAL


			1º.- Intervención mínima: Conforme a este principio se reconoce al Derecho Penal un doble carácter subsidiario (sólo debe intervenir cuando se revelan como ineficaces los demás medios de tutela y sanción con los que cuenta el Estado de Derecho para proteger los bienes jurídicos) y fragmentario (sólo debe proteger los bienes jurídicos más fundamentales para el individuo y la sociedad frente a los ataques más intensos e intolerables).


			2º.- Legalidad: Este principio proclama la sumisión del Derecho Penal a la ley. En la teoría de las fuentes el principio de legalidad impone la reserva de la ley en materia penal y al afectar las leyes penales a los derechos fundamentales tendrán el carácter de orgánicas; en el ámbito de las garantías individuales la garantía criminal en los arts. 1 y 10 CP, la garantía penal en el art. 2.1, la garantía jurisdiccional en el art. 3.1 CP y la garantía de ejecución en el art. 3.2 CP; en la técnica de elaboración de leyes no deben emplearse cláusulas generales, es necesaria una taxativa descripción típica, deben establecerse tipos cerrados y descriptivos, la pena debe determinarse en el tipo y respetar al principio non bis in idem que va íntimamente unido a los principios de legalidad y tipicidad. El principio de legalidad penal según el TC (SSTC 122/1987, de 14 de julio; 127/1990, de 5 de julio; 60/1991, de 23 de marzo; 53/1994, de 14 de febrero; 83/1995, de 5 de junio; 137/1997, de 21 de julio; 276/2000, de 16 de noviembre; 13/2003, de 28 de febrero; y 82/2006, de 13 de marzo), conlleva la exigencia de lex scripta (mandato de escritura y reserva de ley en materia penal), lex praevia (mandato de irretroactiviadad de las leyes penales), lex certa (mandato de determinación o taxatividad) y lex estricta (prohibición de la analogía por parte de los Jueces y Tribunales y exigencia del cumplimiento del principio de legalidad). 


			3º.- Del hecho: El Derecho Penal actúa cuando se ha realizado una acción en sentido amplio del sujeto (excluida la fase interna) y se tiene en cuenta la personalidad del sujeto en orden a su imputabilidad, así como su conducta, antecedentes o peligrosidad.


			4º.- Bien jurídico: Sólo debe tipificarse como delito la lesión efectiva o potencial de determinados bienes jurídicos a través de una acción u omisión dolosa o culposa.


			5º.- Culpabilidad: La imputabilidad es su antecedente, no hay pena sin dolo o imprudencia, la responsabilidad es consecuencia de la culpabilidad y la mayor o menor culpabilidad se tendrá en cuenta en la graduación de la pena.


			6º.- Proporcionalidad: Entre la pena y el bien o bienes jurídicos afectados por el delito; el juicio de proporcionalidad de la pena es competencia del legislativo. Declara la STC 136/1999, de 20 de julio, que corresponde valorar al legislador la proporcionalidad de las penas.


			7º.- Resocialización: Este principio es proclamado en los arts. 25.2 CE y 1 LOGP.


			B ARTÍCULO 1 GARANTÍA CRIMINAL (modificado por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo)


			“1. No será castigada ninguna acción ni omisión que no esté prevista como delito por Ley anterior a su perpretación.


			2. Las medidas de seguridad sólo podrán aplicarse cuando concurran los presupuestos establecidos previamente por la Ley”.


			Véanse los arts. 9, 25 y 81 CE; 2, 3, 4, 12, 13 y 95 a 108 CP; 1 LECr; 2 y 3 LOGP.


			Establece el art. 124.2 CE que el Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme al principio de unidad de actuación; y para mantener este principio son esenciales las Circulares (contienen criterios generales de actuación e interpretación de las normas), Instrucciones (contienen disposiciones generales sobre actuación en cuestiones más concretas) y Consultas (contienen la resolución de cuestiones dudosas sobre la interpretación de una norma).


			Circular de la FGE 4/2011, de 2 de noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal en materia de siniestrabilidad laboral.


			Circular de la FGE 5/2011, de 2 de noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal en materia de extranjería e inmigración.


			Circular de la FGE 6/2011, de 2 de noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializadas del Ministerio Fiscal en materia de violencia sobre la mujer.


			Circular de la FGE 7/2011, de 16 de noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal en materia de medio ambiente y urbanismo.


			Circular de la FGE 8/2011, de 16 de noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal en materia de protección de menores.


			Circular de la FGE 9/2011, de 16 de noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializada del Ministerio Fiscal en materia de reforma de menores.


			Circular de la FGE 10/2011, de 17 de noviembre, sobre criterios para la unidad de actuación especializad del Ministerio Fiscal en materia de seguridad vial.


			Circular de la FGE 2/2012, de 26 de diciembre, sobre unificación de criterios en los procedimientos por sustracción de menores recién nacidos.


			Instrucción de la FGE 1/2005, de 27 de enero, sobre la forma de los actos del MF (los actos del MF pueden formalizarse verbalmente o por escrito; en los informes escritos deberá estar identificado nominalmente el Fiscal interviniente, y, cuando por algún motivo excepcional se utilice la forma manuscrita el dictamen deberá ser redactado en folio independiente).


			Instrucción de la FGE 11/2005, de 10 de noviembre, sobre la instrumentalización efectiva del principio de unidad de actuación establecido en el art. 124 CE (este principio es desarrollado por los arts. 2 y 22 y siguientes del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal (EOMF); la unidad de criterio en el MF se ha venido tradicionalmente formando a través de las Circulares, Instrucciones y Consultas u Órdenes del Fiscal General del Estado, pero como hoy estos mecanismos se revelan insuficientes también se ha articulado el principio de unidad de actuación a través de la especialización como exigencia derivada de la complejidad del ordenamiento).


			1º.- Principio de legalidad


			El art. 1 CP proclama el ``principio de legalidad´´, enunciado mediante la expresión acuñada por Feuerbach ``nullum crimen, poena sine lege´´; reconocido por el art. 11 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948 (DUCH), art. 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 19 de diciembre de 1966 (PIDCP) y art. 7 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Fundamentales y Libertades Públicas de 4 de noviembre de 1950 (CEPDFLP), además de por el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 17 de julio de 1998. Se proclama en el art. 25.1 CE.


			El principio de legalidad penal según el TC (SSTC 122/1987, de 14 de julio; 127/1990, de 5 de julio; 60/1991, de 23 de marzo; 53/1994, de 14 de febrero; 83/1995, de 5 de junio; 137/1997, de 21 de julio; 276/2000, de 16 de noviembre; 13/2003, de 28 de febrero; y 82/2006, de 13 de marzo) conlleva le exigencia de lex scripta (mandato de escritura y reserva de ley en materia penal), lex praevia (mandato de irretroactiviadad de las leyes penales), lex certa (mandato de determinación o taxatividad) y lex estricta (prohibición de la analogía por parte de los Jueces y Tribunales y exigencia del cumplimiento del principio de legalidad). 


			Declara la STS de 23 de septiembre de 2000, que “la interdicción de interpretaciones analógicas y extensivas in malam partem, integra, junto a la exigencia de la tipificación de los ilícitos y las sanciones mediante lex praevia, scripta y certa, el contenido del principio de legalidad penal y el correspondiente derecho fundamental del art. 25.1 CE”. El principio de certeza del Derecho está en íntima relación con el principio de seguridad jurídica, que se concreta en la suma de los principios que se consagran en el art. 9.3 CE. 


			De este principio se desprenden las garantías formales del ciudadano frente a la actividad punitiva del Estado: Criminal, penal, procesal y jurisdiccional o ejecutiva.


			El principio de taxatividad implica la exigencia de que los comportamientos prohibidos y las sanciones a imponer sean descritos clara e inequívocamente, de forma que no se genere inseguridad jurídica.


			La reserva de ley implica que como única fuente de creación de delitos y penas se encuentra la ley; toda sanción penal supone una lesión de un derecho fundamental y se requiere Ley Orgánica. En íntima conexión con la reserva de ley se presenta el problema de las normas penales en blanco, proclamando la STS, Sala 2ª, de 8 de febrero de 2000 y la STC 363/2006, de 18 de diciembre, que los postulados contenidos en el derecho a la legalidad penal son conciliables con la utilización por el legislador de dicha técnica legislativa,  que requiere de un reenvío normativo expreso y justificado en razón del bien jurídico protegido por la norma penal, y, que la ley además de señalar la pena precise la conducta calificada de delictiva satisfaciendo la exigencia de certeza.


			El principio ``non bis in idem´´ es un corolario lógico del principio de legalidad y en su vertiente material puede ser definido como la prohibición de sancionar simultánea o sucesivamente dos o más veces por un mismo hecho, cuando las normas sancionatorias posean un mismo fundamento o base racional. El principio non bis in idem se vulnera cuando no se respeta la cosa juzgada en sentido negativo (el conflicto enjuiciado por los órganos jurisdiccionales, en el que ha recaído resolución firme sobre el fondo del mismo, no puede ser de nuevo enjuiciado). Declaran las SSTC 2/2003, de 16 de enero; 52/2003, de 24 de febrero; y 806/2007, de 18 de octubre, que “en caso de dualidad de ejercicio de la potestad sancionadora del Estado, por la Administración y la Jurisdicción Penal, las resoluciones dictadas en ésta no pueden ceder ante las dictadas en aquélla; y si ha recaído una sanción administrativa previa a una condena penal, de la pena impuesta habrán de deducirse las cantidades dinerarias y tiempo de privación de derechos sufridos en vía administrativa”.


			El fundamento último de la prohibición de doble sanción es el principio de proporcionalidad o el de culpabilidad, pues sólo es legítima una sanción equivalente en su gravedad a la del hecho sancionado; al amparo del art. 23.2 c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) la prohibición de una nueva pena por hechos ya penados en el extranjero no es absoluta, y a los efectos de la aplicación del principio non bis in idem es indiferente que la primera sanción haya sido cumplida íntegramente o sólo parcialmente. Declara la STC 380/2003, de 22 de diciembre que “en el derecho de los Estados Miembros de la Unión Europea (UE) predomina la limitación de los efectos del principio ne bis in idem sólo al ámbito interno de cada Estado; respecto de las sentencias dictadas en el extranjero los Estados Miembros prevén mayoritariamente la posibilidad de un nuevo enjuiciamiento en el que se deberá computar la pena sufrida en el extranjero”.


			En el Derecho Disciplinario Militar no es de aplicación el principio ``non bis in idem´´.


			En sentencia absolutoria no se vulnera el principio de legalidad.   


			2º.- Medidas de Seguridad


			El Derecho Penal reacciona frente al delito con la imposición de una pena o una medida de seguridad; la pena tiene su fundamento en la culpabilidad y la medida de seguridad en la peligrosidad, y, tanto la pena como la medida de seguridad están orientadas hacia la reeducación y reinserción social que proclama el art. 25.2 CE, aunque no constituye el único fin lícito de las penas privativas de libertad según lo declarado en las STS de 2 de junio de 2000 y la STC 10/2002, de 17 de enero, por perseguir también una finalidad de prevención general y especial o de retribución.


			Declara la STS de 14 de marzo de 2002 que, “el principio de legalidad no opera respecto de las medidas de seguridad con la misma estricta exigencia que lo hace sobre las penas, pues en el propio articulado del Código se introduce en la regulación de las medidas de seguridad la posibilidad de cese anticipado, sustitución o suspensión de la medida inicialmente aplicada en el art. 97 CP, atendiendo a la mejor obtención del fin prioritario de la misma, que no es otro que el de la desaparición a través del tratamiento terapéutico de la peligrosidad”.


			3º.- Delitos Leves


			Después de 2015 no será castigada ninguna acción ni omisión que no esté prevista como delito por ley anterior a su perpretación (son tipificados como delitos leves algunas de las infracciones penales constitutivas de faltas). Con la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, se tipifican como delitos leves algunas conductas que se establecían como faltas en el Libro III CP, estando estas infracciones penales definidas en el art. 13.3 CP como una categoría específica autónoma en relación con los delitos graves y menos graves.


			Son delitos leves: El homicidio por imprudencia menos grave tipificado en el art. 142.2 CP; las lesiones dolosas y maltrato de obra tipificadas en el art. 147.2 y 3 CP, que según el art. 147.4 CP sólo serán perseguibles mediante denuncia de la persona agraviada o de su representante legal; las lesiones por imprudencia menos grave tipificadas en el art. 152.2 CP; la detención ilegal por particular tipificada en el art. 163.4 CP; las amenazas leves tipificadas en el art. 171.7 CP; las coacciones leves tipificadas en el art. 172.3 CP; las injurias o vejaciones injustas leves cuando el ofendido fuera una de las personas referidas en el art. 173.2 CP tipificadas en el art. 173.4 CP; la omisión del deber de socorro tipificado en el art. 195 CP; el allanamiento de domicilio social, despacho o establecimiento tipificado en el art. 203.2 CP; las injurias graves sin publicidad tipificadas en el art. 209 CP; el hurto si la cuantía de lo sustraído no excediese de 400 euros y no concurriese alguna de las circunstancias del art. 235 CP tipificado en el art. 234.2 CP; la sustracción de cosa propia si el valor de la cosa sustraída no excediera de 400 euros tipificada en el art. 236.2 CP; la ocupación de inmueble tipificada en el art. 245.2 CP; la alteración de términos y lindes si la utilidad reportada no excediere de 400 euros tipificada en el art. 246.2 CP; la distracción de aguas si la utilidad reportada no excediere de 400 euros tipificada en el art. 247.2 CP; la estafa si la cuantía de lo defraudado no excediere de 400 euros tipificada en el art. 249 párrafo 2º CP; la administración desleal si la cuantía del perjuicio patrimonial no excediere de 400 euros tipificada en el art. 252.2 CP; la apropiación indebida si la cuantía de lo apropiado no excediere de 400 euros tipificada en el art. 253.2 CP; la apropiación de cosa mueble si la cuantía de lo apropiado no excediere de 400 euros tipificada en el art. 254.2 CP; la defraudación de energía si la cuantía de lo defraudado no excediere de 400 euros tipificada en el art. 255.2 CP; el uso inconsentido de terminal si la cuantía del perjuicio causado no excediere de 400 euros tipificado en el art. 256.2 CP; los daños si su cuantía no excediere de 400 euros tipificados en el art. 263 párrafo 2º CP; los daños por imprudencia grave en cuantía superior a 80.000 euros tipificados en el art. 267 CP, que sólo serán perseguibles previa denuncia de la persona agraviada o de su representante legal, y, el perdón del ofendido o de su representante legal extingue la acción penal; los daños por imprudencia grave en el patrimonio artístico, histórico, cultural, científico o monumental en cuantía superior a 400 euros tipificados en el art. 324 CP; el maltrato de animales en espectáculos no autorizados legalmente tipificado en el art. 337.4 CP; el abandono de animales tipificado en el art. 337 bis CP; la expendición de moneda falsa después de constar la falsedad o cuando su valor aparente no excediere de 400 euros tipificada en el art. 386.3 CP; la distribución o utilización de sellos falsos conociendo la falsedad o cuando su valor aparente no excediere de 400 euros tipificadas en el art. 389 párrafo 2º CP; el libramiento por facultativo de certificados falsos tipificado en el art. 397 CP; la falsificación, uso o tráfico de certificación tipificados en el art. 399 CP; la tenencia de medios para realizar las falsificaciones constitutivas de delitos leves tipificada en el art. 400 CP; el uso público e indebido de uniforme, traje o insignia tipificado en el art. 402 bis CP; la aceptación por particular de cargo público careciendo de los requisitos legales tipificada en el art. 406 CP; la imputación falsa de un delito leve tipificada en el art. 456.1.3º CP; la destrucción, inutilización u ocultación por particular de actuaciones procesales tipificadas en el art. 465.2 CP; la proporción de la evasión a un condenado, preso o detenido por particular de alguna de las personas citadas en el art. 454 CP tipificada en el art. 470.3 CP; y la falta de respeto a la autoridad tipificada en el art. 556.2 CP.


			El plazo de prescripción de los delitos leves es de un año, de conformidad con lo establecido en el art. 131.1 CP.


			La instrucción y enjuiciamiento de los delitos leves se sustanciarán conforme al procedimiento previsto en el Libro VI de la LECr (arts. 962 y siguientes modificados por la Disposición Final Segunda de la LO 1/2015, de 30 de marzo).


			Circular de la FGE 1/2015, de 19 de junio, sobre pautas para el ejercicio de la acción penal en relación con los delitos leves tras la reforma penal operada por la LO 1/2015.


			Circular de la FGE 3/2015, de 22 de junio, sobre el régimen transitorio tras la reforma operada por la LO 1/2015.


			C ARTÍCULO 2 GARANTÍA PENAL E IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES QUE ESTABLECEN MEDIDAS DE SEGURIDAD, Y RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES PENALES FAVORABLES (modificado por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo)


			“1. No será castigado ningún delito con pena que no se halle prevista por ley anterior a su perpetración. Carecerán, igualmente, de efecto retroactivo las leyes que establezcan medidas de seguridad.


			2. No obstante, tendrán efecto retroactivo aquellas leyes penales que favorezcan al reo, aunque al entrar en vigor hubiea recaído sentencia firme y el sujeto estuviese cumpliendo condena. En caso de duda sobre la determinación de la ley más favorable, será oído el reo. Los hechos cometidos bajo la vigencia de una ley temporal serán juzgados, sin embargo, conforme a ella, salvo que se disponga expresamente lo contrario”.


			Véanse los arts. 15, 25 y 81 CE; 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP); 7 CEPDHLF; 1, 3, 4, 6, 12, 13 y 95, y, Disposiciones Transitorias Primera a Décima CP.


			Con fundamento en el art. 264 LOPJ, los Magistrados de las diversas Secciones de una misma Sala, se reunirán para la unificación de criterios y la coordinación de prácticas procesales (desarrollo de una actividad no estrictamente jurisdiccional para la unificación de criterios que completen las leyes, otras disposiciones generales y la doctrina del TC y del TS en el campo procesal, lo que no podrá menoscabar la independencia de las Secciones con base en el art. 12 LOPJ). Los Acuerdos de Sala General cumplen la función de unificar la interpretación y aplicación de la ley en el propio TS y en relación con el resto de los órganos judiciales penales.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 25 de octubre de 2005: “Es aplicable el principio de retroactividad de la ley penal más favorable a los delitos contra la hacienda pública, en relación con la elevación de la cuantía degradada”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 18 de julio de 2006: “Los acuerdos de sala general (pleno no jurisdiccional) son vinculantes)”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 20 de julio de 2010: “Los Acuerdos adoptados en los Plenos No Jurisdiccionales de la Sala que tengan como objeto cuestiones de índole procesal no se aplicarán a los actos procesales ya tramitados en la fecha del Acuerdo.


			Se exceptúan aquellos actos que hubieran incurrido en vulneración de un derecho fundamental que fuera determinante de su nulidad”.


			Circular de la FGE 1/1996, de 23 de febrero, sobre el régimen transitorio del CP de 1995 (revisión de sentencias).


			Circular de la FGE 2/2006, de 22 de mayo, sobre régimen transitorio del nuevo CP: Incidencia en el enjuiciamiento de hechos anteriores.


			Circular de la FGE 3/1996, de 22 de noviembre, sobre el criterio jurisprudencial relativo a la redención de penas por el trabajo y la revisión de sentencias conforme al nuevo CP, adaptando en este punto la Circular 1/1996, de 23 de febrero, a la consolidada jurisprudencia de la Sala Segunda del TS.


			Circular de la FGE 1/2004, de 24 de noviembre, sobre régimen transitorio aplicable a la reforma 15/2003, de 25 de noviembre.


			Circular de la FGE 2/2004, de 25 de noviembre, sobre aplicación de la reforma del Código Penal operada por la LO 15/2003, de 25 de noviembre (primera parte). 


			Circular de la FGE 1/2005, de 31 de marzo, sobre aplicación de la reforma del Código Penal operada por LO 15/2003, de 25 de noviembre (segunda parte).


			Circular de la FGE 3/2010, de 23 de diciembre, sobre régimen transitorio aplicable a la reforma del CP operada por la LO 5/2010, de 22 de junio: “Normas que habrán de presidir el proceso de revisión: La comparación de ambas normativas deberá efectuarse a partir de la totalidad de las normas que integran ambos textos legales, sin que quepa seleccionar de cada cuerpo legislativo los preceptos que favorezcan al reo rechazando aquellos otros que le perjudiquen; cuando con motivo de la reforma resultare la despenalización de alguna de las conductas en concurso, con base en las reglas 2ª y 3ª del art. 77 CP, se cotejará la pena impuesta a los efectos de valorar la legislación más beneficiosa o se dejará sin efecto la infracción que desaparece; y la audiencia al reo será preceptiva en los supuestos en que procede la revisión, y, deberá ser informado de los términos de la revisión y de los efectos de la misma en el cumplimiento de la pena.


			Supuestos excluidos del proceso de revisión: Cuando la pena privativa de libertad impuesta antes de la modificación legislativa es también imponible de acuerdo con la nueva legislación; sentencias en las que el cumplimiento de la pena este suspendida o corresponda exclusivamente la pena de multa; sentencias en las que la pena este ejecutada o suspendida; y para los supuestos de indulto total o parcial, cuando la pena resultante que se halle cumpliendo el condenado se encuentre comprendida en un marco imponible inferior respecto a la nueva ley.


			Supuestos objeto de revisión: Sentencias relativas a conductas que hayan quedado despenalizadas y cuando resulte que la pena efectivamente impuesta excede a la que correspondería imponer en aplicación de los preceptos de la nueva legislación penal. Dan lugar al proceso de revisión, las sentencias por los delitos de hurto del art. 234 CP (reiteración de tres faltas contra el patrimonio), de robo del art. 242.2 CP (robo en casa habitada o en cualquiera de sus dependencias, salvo cuando el delito de robo con violencia y el allanamiento de morada se encuentren en concurso medial, pues en aplicación del art. 77 CP la pena más grave en su mitad superior coincide con la pena prevista en el art. 242.2 CP), de estafa del arts. 250.3 y 250.5 CP (supuestos en los que la pena impuesta sea superior a tres años y se haya impuesto en aplicación de lo previsto en el desaparecido art. 250.3 CP, y, supuestos de especial gravedad si el valor de lo defraudado no superaba la cantidad de 50.000 euros con base en el art. 250.5 CP), contra la propiedad intelectual e industrial de los arts. 270.1 y 274.2 CP (facultad judicial de atenuar la pena; se tipifica la falta contra la propiedad intelectual e industrial en el art. 623.5 CP cuando la cuantía del beneficio no excede de 400 euros), contra la hacienda pública del art. 308.1 y 2 CP (en el fraude de subvenciones públicas se incrementa el límite máximo de la pena a imponer y se modifica el importe mínimo de la cantidad defraudada que pasa a ser de 80.000 euros a 120.000 euros), contra la salud pública de los arts. 368 y 369 CP (se rebaja el límite máximo de la pena privativa de libertad a imponer en los supuestos referidos a sustancias que causan graves daños a la salud, y, se suprimen las circunstancias número 2 y 10 del art. 369 CP; la pertenencia a una organización delictiva recibe un tratamiento individualizado en el art. 369 bis CP), contra la seguridad vial de los arts. 379 y 384 CP (doble alternativa en la pena de prisión), y de falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje del art. 399bis CP (falsedades en documento mercantil castigadas con penas notablemente inferiores a las del art. 386 CP, y, reconducción de la tenencia para distribución o tráfico al art. 393 CP y considerar la despenalización de conductas).


			Efectos comunes derivados de la despenalización de determinadas conductas o de la reducción de la pena imponible para las mismas: No podrán servir de base para la apreciación de la reincidencia, el principio de retroactividad de la ley penal más favorable alcanza al instituto sustantivo de la prescripción y revisión de sentencias con base en el art. 177 bis.11 CP (causa de exención de responsabilidad en los delitos cometidos por las víctimas de trata de seres humanos).


			Los recursos que proceden contra la resolución que decide el incidente de revisión, son los mismos que se hubieran podido interponer contra la sentencia”.


			1º- Garantía penal e irretroactividad de las leyes que establecen medidas de seguridad


			1 Garantía penal: Los delitos serán castigados con las penas previstas legalmente con anterioridad a su perpretación, esto es, la ley penal se aplica a los hechos acaecidos desde su entrada en vigor hasta su derogación o declaración de inconstitucionalidad (por ley penal hemos de entender todo precepto del cual resultan consecuencias penales, debiendo tenerse en consideración a tales efectos las leyes penales en blanco y las leyes que regulan la ejecución de las penas); el art. 2 CP reconoce la garantía penal de la que es consecuencia necesaria la exigencia de irretroactividad, salvo que la nueva ley sea más favorable. Declara la STS, Sala 2ª, de 23 de septiembre de 1983 que, “la consagración de los principios de legalidad e irretroactividad de las disposiciones no favorables, implica a sensu contrario la imperatividad de la retroacción favorable al reo”; según lo declarado en la  STS, Sala 2ª, de 16 de octubre de 2000, “el cambio de doctrina jurisprudencial no puede equipararse a una modificación legislativa”.


			2 Irretroactividad de las leyes que establecen medidas de seguridad: Carecen de efecto retroactivo las leyes que establezcan medidas de seguridad. El principio de irretroactividad de las leyes penales que deriva del principio de legalidad, tiene como excepción la retroactividad de las leyes penales  favorables. 


			2º.- Retroactividad de las leyes penales favorables


			Tendrán efecto retroactivo aquellas leyes penales que favorezcan al reo, aunque al entrar en vigor hubiera recaído sentencia firme y el sujeto estuviese cumpliendo condena. En caso de duda sobre la determinación de la ley más favorable, será oído el reo. Los hechos cometidos bajo la vigencia de una Ley Temporal serán juzgados, sin embargo, conforme a ella, salvo que se disponga expresamente lo contrario.


			Establece la STS, Sala 2ª, de 11 de junio de 2001 que, “la prohibición de aplicar retroactivamente las normas desfavorables y la consiguiente retroactividad de las normas favorables, alcanza tanto a las normas penales como a las normas administrativas que complementen el tipo”.


			Declara la STS, Sala 2ª, de 2 de enero de 2000 que, “es regla general de aplicación de todas las normas transitorias o de carácter intertemporal, a fin de garantizar los principios de legalidad y de estricta justicia consagrados en los arts. 9.3 y 25 CE y 15 PIDCP, el requisito de audiencia directa del penado sin que baste la opción ejercitada por su Procurador o Abogado”.


			Según las SSTS, Sala 2ª, de 26 de octubre de 1990, 11 de noviembre de 1991 y 30 de octubre de 1992, “para determinar la ley penal más favorable, hay que tener en cuenta que la comparación de ambas leyes debe hacerse en el caso concreto, siendo más favorable una u otra en bloque, no una combinación de ambas”.


			Las ``leyes penales intermedias´´ que no se encuentran vigentes en los momentos de la realización del hecho delictivo y del juicio, serán de aplicación cuando resulten más beneficiosas para el reo que las leyes anterior y posterior.


			Para determinar cuál de dos Códigos Penales que se han sucedido en el tiempo es aplicable, hay que tener en consideración las normas completas de uno y otro Código al amparo de la Disposición Transitoria 2ª del CP vigente.


			No es posible revisar sentencias por haber surgido una doctrina jurisprudencial más beneficiosa, pues no existe norma penal y sustantiva que permita alterar una sentencia firme (cambio de jurisprudencia).


			Para las leyes procesales penales rige la regla ``tempus regit actum´´, según la cual el proceso ha de regirse por las normas vigentes en cada momento de su desarrollo; no pueden tener carácter retroactivo aquellas que se revelen como restrictivas de derechos individuales según el art. 9.3 CE.


			Las leyes sobre responsabilidad civil ex delicto se encuentran sometidas al art. 2.3 CC y al art. 9.3 CE, que recogen el mandamiento constitucional de irretroactividad.


			Según el art. 40 LOTC la declaración de inconstitucionalidad de una ley penal debe tener eficacia retroactiva si supone una reducción o desaparición de las consecuencias penales, lo que comportará la revisión de los procesos en que aquella haya sido aplicada.


			El TS ha declarado que la prohibición constitucional de irretroactividad no afecta a la jurisprudencia (proclama la doctrina Parot la aplicación de los beneficios penitenciarios a cada una de las penas individualmente y no a la pena total de 30 años; con la STC 57/2008, de 28 de abril, se hace posible que un periodo de tiempo de prisión preventiva pueda ser abonado al cumplimiento de varias condenas, cuando se haya decretado la misma en varias causas al mismo tiempo o cuando, aunque se esta ya condenado por alguna causa se tenga decretada prisión preventiva al mismo tiempo por alguna otra). Cláusula de salvaguardia indicativa de su aplicación sólo a los hechos que tengan lugar desde entonces en adelante, pero no al hecho cuyo enjuiciamiento propicia la variación jurisprudencial (minimizar el alcance de los cambios interpretativos in peius alegando error invencible de prohibición en los supuestos en los que una conducta tenida por lícita en el momento de su realización pase con posterioridad a ser considerada antijurídica). Por lo que respecta a las variaciones jurisprudenciales favorables al reo, el TS no ha puesto obstáculos a su aplicación con ocasión de la revisión casacional de sentencias no firmes.


			En relación con las Leyes de Variación de Cuantías, es preciso distinguir las que determinan un cambio de valoración por parte del legislador de aquellas otras que tienen como único objeto una actualización exigida por el encarecimiento del coste de la vida, ya que en este último caso no cabe la aplicación retroactiva.


			D ARTÍCULO 3 GARANTÍA JURISDICCIONAL Y EJECUTIVA


			“1. No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dictada por el Juez o Tribunal competente, de acuerdo con las leyes procesales.


			2. Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la Ley y reglamentos que la desarrollan, ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en su texto. La ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo el control de los Jueces y Tribunales competentes”.


			Véanse los arts. 24, 25, 117, 118, 120 y 121 CE; 9.3 PIDCP; 6 CEPDHLF; 80 a 93 y 130 CP; 1, 141 y 983 a 998 LECr; 9.1, 23 y 245.3 LOPJ; 1, 2, 72, 76 y 77 de la Ley Orgánica General Penitenciaria (LOGP).


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 12 de mayo de 2005: “La Sala Penal del TS ha examinado la STC 63/2005, de 14 de marzo, y considera que la misma insiste en la extensión de la jurisdicción constitucional basándose en una interpretación de la tutela judicial efectiva que, prácticamente, vacía de contenido el art. 123 CE que establece que el TS es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales, por lo que, consiguientemente, le incumbe la interpretación en última instancia de las normas penales”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 25 de abril de 2006: “El art. 5.1 LOPJ, interpretado conforme a los arts. 117.1, 161.1 b) y 164.1 CE, no puede impedir que el TS ejerza con plena jurisdicción las facultades que directamente le confiere el art. 123.1 CE. Se mantiene la actual jurisprudencia sobre la interrupción de la prescripción pese a la STC 63/2005, de 14 de marzo”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 26 de febrero de 2008: “La STC 29/2008, de 20 de febrero, declara la nulidad de la STS de 14 de marzo de 2003, y, tras su análisis, ratificamos los precedentes Acuerdos de 12 de mayo de 2005 y de 25 de abril de 2006, por cuanto el órgano Constitucional reitera la extensión de su jurisdicción basándose de nuevo en una interpretación de la tutela judicial efectiva, en este caso, en relación con el potencial derecho a la libertad personal de los recurrentes, que vacía de contenido el art. 123 CE. La interpretación de la legalidad ordinaria sólo corresponde al TS conforme al art. 123 CE, respecto de lo que debe entenderse por procedimiento que se dirija contra el culpable”.


			Instrucción de la FGE 1/2010, de 29 de julio: “En la fase de ejecución de los procesos penales el MF hará un seguimiento íntegro y pormenorizado en la ejecución de las sentencias, interponiendo los correspondientes recursos cuando proceda y agilizando el despacho de las ejecutorias en los plazos más breves posibles.


			En el caso de sentencias absolutorias que hayan llevado aparejada la adopción de medidas cautelares durante la instrucción de la causa, una vez firme el fallo absolutorio, se impulsará la práctica de las actuaciones oportunas a fin de dejar sin efecto de forma inmediata las medidas que en su día fueron acordadas.


			Deberá asegurarse de que se han satisfecho las responsabilidades civiles derivadas del delito y de que el importe de las indemnizaciones otorgadas ha sido entregado en su totalidad a los perjudicados.


			Obligación de interesar de la autoridad judicial que comunique a las Brigadas Provinciales de Documentación y Extranjería, las resoluciones que puedan afectar a los expedientes gubernativos de extranjería; y respecto de las sentencias condenatorias que acuerden la sustitución de las penas privativas de libertad o de las medidas de seguridad impuestas a los extranjeros no residentes legalmente en España por la expulsión de los mismos del territorio nacional, se instará la ejecución inmediata de la pena privativa de libertad o medida de seguridad originariamente impuestas, hasta tanto la autoridad gubernativa proceda a materializar la expulsión. En los supuestos en que concurran determinadas circunstancias que desaconsejen el ingreso en prisión, se deberá solicitar el ingreso en un centro de internamiento de extranjeros de los penados no residentes legalmente en España”.


			1º.- Garantía jurisdiccional


			Con base en los arts. 24.1 CE, 3.1 CP y 1 LECr, no podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dictada por el Juez o Tribunal competente, de acuerdo con las leyes procesales; sólo podrán ejecutarse sentencias firmes dictadas por órgano judicial competente para el enjuiciamiento con fundamento en el art. 14 LECr.


			2º.- Garantía ejecutiva


			No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la ley y reglamentos que la desarrollen, a tenor de lo dispuesto en el art. 3.2 CP. El derecho a la ejecución de las sentencias forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva que proclama el art. 24.2 CE; el art. 18.2 LOPJ establece que las sentencias se ejecutarán en sus propios términos, por lo que la inejecución de una sentencia abrirá las puertas a la interposición de un recurso de amparo.


			Una referencia a la garantía de la jurisdiccionalidad en la aplicación de la ley penal se encuentra también en el art. 11.2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; en los arts. 9.3 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; en los arts. 5.1, 6 y 7 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales; en el art. 49 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE; en los arts. 24 y 117.4 CE; en los arts. 1, 14 y siguientes LECr; en los arts. 9.1 y 23 LOPJ; y en los arts. 2 y 3 LOGP.


			La ``garantía jurisdiccional en la ejecución´´ se extiende hasta el momento en que ésta se da por concluida, siendo presupuesto de la misma el dictado de una sentencia firme por Juez o Tribunal competente, aunque hay supuestos en los que se ejecutan autos firmes, y, también pueden ejecutarse pronunciamientos de índole civil provisionalmente. Mención especial merece la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad que se regula en los arts. 80 a 87 CP. En las sentencias absolutorias no firmes la regla general es que el acusado será puesto en libertad según el art. 983 LECr.


			El art. 990 LECr señala que las penas se ejecutarán en la forma y el tiempo prescritos en el CP y en los Reglamentos, entendiendo estos como normas de ejecución penal.


			E ARTÍCULO 4 PROHIBICIÓN IMPLÍCITA DE LA ANALOGÍA, EXPOSICIONES AL GOBIERNO EN EL EJERCICIO DE LA JURISDICCIÓN E INDULTO


			“1. Las leyes penales no se aplicarán a casos distintos de los comprendidos expresamente en ellas.


			2. En el caso de que un Juez o Tribunal, en el ejercicio de su jurisdicción, tenga conocimiento de alguna acción u omisión que, sin estar penada por la Ley, estime digna de represión, se abstendrá de todo procedimiento sobre ella y expondrá al Gobierno las razones que le asistan para creer que debiera ser objeto de sanción penal.


			3. Del mismo modo acudirá al Gobierno exponiendo lo conveniente sobre la derogación o modificación del precepto o la concesión de indulto, sin perjuicio de ejecutar desde luego la sentencia, cuando de la rigurosa aplicación de las disposiciones de la Ley resulte penada una acción u omisión que, a juicio del Juez o Tribunal, no debiera serlo, o cuando la pena sea notablemente excesiva, atendidos el mal causado por la infracción y las circunstancias personales del reo.


			4. Si mediara petición de indulto, y el Juez o Tribunal hubiere apreciado en resolución fundada que por el cumplimiento de la pena puede resultar vulnerado el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, suspenderá la ejecución de la misma en tanto no se resuelva sobre la petición formulada.


			También podrá el Juez o Tribunal suspender la ejecución de la pena, mientras no se resuelva sobre el indulto cuando, de ser ejecutada la sentencia, la finalidad de éste pudiera resultar ilusoria”.


			Véanse los arts. 9.3, 15, 24 y 62 i) CE; 1, 2, 80 a 87 y 130 CP; 902 y 998 LECr.


			Ley de 18 de junio de 1870, por la que se establecen reglas para el Ejercicio de la Gracia de Indulto.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 20 de abril de 2001: “El TS será competente para informar indultos, como tribunal sentenciador, cuando dicte segunda sentencia”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 26 de junio de 2002: “Es procedente que el Tribunal competente para la resolución del recurso de casación acuda al Gobierno de la Nación exponiendo la conveniencia de la inclusión en el CP de un precepto específico que contemple los actos de falsificación de tarjetas”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 1 de marzo de 2005: “Admisión de la aplicación de excusas absolutorias por analogía en el contexto del art. 268 CP”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 28 de junio de 2006: “Procedencia de que por el Tribunal competente para la resolución del recurso de casación, se acuda a tenor de lo dispuesto en el art. 43 CP, al Gobierno de la Nación exponiendo la conveniencia de la inclusión, en el CP, de un precepto específico que contemple los actos de falsificación de tarjetas, con establecimiento de las penas adecuadas para cada supuesto, en consonancia con lo previsto para esta materia por la Decisión Marco del Consejo de Ministros de la UE sobre la lucha contra el fraude y la falsificación de medios de pago distintos del efectivo, de fecha 28 de mayo de 2001”. (Delito de falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheque de viaje, tipificado en el art. 399 bis CP) .


			Instrucción de la FGE 5/1992, de 19 de junio: “Según el art. 2.2 LEGI se exceptúan de la posibilidad de ser indultados los que no estuvieren a disposición del Tribunal Sentenciador para el cumplimiento de la condena, pero dicho precepto no exige el ingresar en prisión para que se tramite un expediente de indulto”.


			Consulta de la FGE 1/1994, de 19 de julio, sobre la posibilidad de suspensión del inicio de ejecución de condenas penales ante una solicitud de indulto (la simple iniciación de un expediente de indulto no lleva aparejada automáticamente la suspensión de la ejecución de condena, pero el Juez o Tribunal pueden acordarla facultativamente ante una solicitud de indulto en tramitación en consideración al tiempo transcurrido desde la comisión del delito, la existencia de dilaciones indebidas no imputables al penado, la efectiva rehabilitación del mismo, la satisfacción de las responsabilidades civiles, si se trata de una primera petición o de la reiteración de otra ya denegada y la clase y duración de la pena impuesta). 


			1º.- Prohibición de la analogía en la aplicación de las leyes penales


			Las leyes penales no se aplicarán a supuestos distintos de los comprendidos expresamente en ellas, a tenor de lo dispuesto en el art. 4.2 CC; siendo todo ello consecuencia del principio de legalidad, no quedando afectada la fórmula analógica empleada por el legislador por la prohibición de la analogía en la aplicación de las leyes penales.


			La analogía implica la aplicación de la ley a un supuesto de hecho no contemplado en ella, pero con el que se observa identidad de razón o una cierta proximidad conceptual; declara el TC de forma reiterada que la garantía material de certeza derivada del principio de legalidad en materia penal tiene implicaciones para el legislador, y, a los órganos judiciales que en su labor de interpretación y aplicación de las leyes penales se encuentran en situación de sujeción estricta a la ley penal, les está vedada la interpretación extensiva y la analogía in malam partem, es decir, la exégesis y la aplicación de las normas fuera de los supuestos y de los límites que ellas mismas determinan; la jurisprudencia del TC ha establecido en reiteradas ocasiones, como se ha puesto de manifiesto anteriormente en el art. 1 CP que, la interdicción de interpretaciones analógicas y extensivas ``in malam partem´´ integra junto a la exigencia de la tipificación de los ilícitos y las sanciones mediante ``lex praevia, scripta, certa y estricta´´, el contenido del principio de legalidad penal y el del correspondiente derecho fundamental del art. 25.1 CE. Los tipos abiertos deben ser completados por la interpretación jurisprudencial.


			El potencial acceso al recurso de amparo por vulneración del derecho a la tipicidad es aceptado por la jurisprudencia del TC.


			En las cláusulas generales de analogía el legislador recurre a la analogía para la descripción de la conducta típica al hacer referencia a supuestos análogos, y los Tribunales en estos casos aplican la propia ley dotándola de contenido a través de la interpretación.


			Es aceptada la analogía in bonam partem o que favorece al reo fuera del marco estricto de las circunstancias descritas en el art. 21 CP, así se admite por el TS la ``aplicación de excusas absolutorias por analogía´´ en el contexto del art. 268 CP.


			2º.- Exposición judicial al Gobierno para penar una acción u omisión  


			Exposición al Gobierno de las razones para creer que debiera ser objeto de sanción penal la acción u omisión no penada por la ley que un Juez o Tribunal estime digna de represión (el legislador no ha tipificado comportamientos merecedores y necesitados de pena).


			3º.- Exposición judicial al Gobierno para la derogación o modificación de un precepto o la concesión de un indulto


			Exposición al Gobierno sobre la derogación o modificación del precepto o la concesión de indulto cuando resulte penada una acción u omisión que, a juicio del Juez o Tribunal no debiera serlo, o cuando la pena sea notablemente excesiva atendidos el mal causado y las circunstancias personales del reo (el Juez debe aplicar la pena aun cuando sea innecesaria o desproporcionada en relación con el hecho concreto).


			El TS declara que el derecho de gracia supone una potestad extraordinaria de intervención de un poder estatal en el ámbito de la competencia de otro, por eso el indulto es un acto con rasgos de atipicidad en el marco del Estado constitucional de derecho; se ha considerado procedente la petición de indulto para casos de tráfico de drogas (el TS en Sentencia de 17 de julio de 2007 acuerda proponer al Gobierno la concesión de un indulto parcial; las penas previstas por el CP para este tipo de conductas vulneran el principio de proporcionalidad en sentido estricto, al no ser proporcionadas en abstracto).


			El indulto total consiste en la remisión de todas las penas (se otorgará a los penados en el caso de existir a su favor razones de justicia, equidad o utilidad pública a juicio del tribunal sentenciador, según el art. 11 LEGI), y, el indulto parcial afecta a la remisión de alguna o algunas de las penas impuestas o la conmutación de la pena o penas impuestas al delincuente por otras de menor gravedad; el indulto se puede proponer por el TS y el tribunal sentenciador, aunque la competencia para aplicar la gracia del indulto corresponderá siempre al tribunal sentenciador.


			4º.- Suspensión de la ejecución de las penas cuando media petición de indulto


			Si mediara petición de indulto, y el Juez o Tribunal hubiere apreciado en resolución fundada que por el cumplimiento de la pena puede resultar vulnerado el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, suspenderá la ejecución de la misma en tanto no se resuelva sobre la petición formulada; también podrá el Juez o Tribunal suspender la ejecución de la pena, mientras no se resuelva sobre el indulto cuando, de ser ejecutada la sentencia, la finalidad de éste pudiera resultar ilusoria. Esta norma contiene una simple autorización de suspensión de ejecución de la pena.


			Suspensión de la ejecución de las penas impuestas en sentencia firme como consecuencia de la petición de indulto, en tanto se resuelve la solicitud (el legislador utiliza la forma imperativa ``suspenderá´´); cabe la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva en su vertiente de motivación de las resoluciones judiciales, en las que se deniega la suspensión de la ejecución de la pena mientras se tramita el indulto. Sólo en los pocos casos en los que no se aprecie la atenuante de dilaciones indebidas del art. 21.6 CP se acudirá al indulto.


			Declara la STS de 16 de marzo de 2001 que, “el art. 206 RP permite a la Junta de Tratamiento, previa propuesta del Equipo Técnico, solicitar del JVP la tramitación de un indulto particular en cuantía tal que permita dar por cumplida la pena”. 


			Carácter potestativo del Magistrado-Presidente para recabar el criterio del Jurado sobre aplicación de los beneficios de la remisión condicional, salvo cuando proceda por ministerio de la ley conforme al art. 94 CP.


			F ARTÍCULO 5 PRINCIPIO DE CULPABILIDAD


			“No hay pena sin dolo o imprudencia”.


			Véanse los arts. 10, 12, 14 y 114 CP.


			Acuerdo del Pleno No Jurisdiccional de la Sala 2ª del TS de 20 de enero de 2015, sobre la concurrencia real de una pluralidad de resultados realizados por la única acción en los supuestos de dolo eventual: “Los ataques contra la vida de varias personas, ejecutados con dolo directo o eventual, se haya o no producido el resultado, realizados a partir de una única acción, han de ser tratados a efectos de penalidad conforme a las reglas previstas para el concurso real (arts. 73 y 76 del CP), salvo la existencia de regla penológica especial (v. gr. 382 del CP)”.


			1º.- Culpabilidad y punibilidad


			La imputabilidad o aptitud de poder cometer un delito o soportar la pena es el antecedente de la culpabilidad; siendo también elemento del delito la punibilidad, que tiene como causas de exclusión las excusas absolutorias (en sentido estricto los arts. 268 CP -parientes próximos en delitos patrimoniales-, 354 CP -prender fuego a montes o masas forestales sin que llegue a propagarse el incendio por la acción voluntaria del autor- y 454 CP -encubrimiento de parientes-; y en sentido amplio los arts. 218 CP -convalidación de matrimonio inválido-, 305 a 308 CP -regularización de la situación tributaria o de la situación de la seguridad social-, 427 CP -denuncia de cohecho-, 462 CP -retractarse en tiempo y forma del falso testimonio en causa criminal-, 480.1 y 549 CP -revelar a tiempo los delitos de rebelión y sedición para poder evitar sus consecuencias-), las causas personales de exclusión de la pena (inmunidades establecidas por el Derecho Público Interno, concretadas a la inmunidad del Jefe del Estado, inviolabilidad e inmunidad parlamentaria, defensor del pueblo y magistrados del TC; inmunidades en al Ámbito Internacional, concretadas a la diplomática, miembros del Parlamento Europeo, etc.), y, las condiciones objetivas de punibilidad que son hechos externos desvinculados de la acción típica necesarios para que pueda aplicarse la pena (el art. 23 LOPJ exige para penar en España ciertos delitos cometidos en el extranjero que estén penados en la legislación del país respectivo, y, los arts. 605 y 606 CP se refieren a la penalidad recíproca en las leyes del país al que correspondan las personas ofendidas) y que no deben ser confundidas con los requisitos de perseguibilidad (previa denuncia, querella en los delitos de calumnia e injuria, previa licencia del juez o tribunal, sentencia o auto firme en el delito de acusación o denuncia falsa, autorización del Congreso o del Senado, etc.).  


			Aunque cualquier referencia al principio de culpabilidad en la CE o en el CP ha de contar con las diversas opiniones sobre su concepto, según el parecer mayoritario puede entenderse como la responsabilidad personal por la acción típica y antijurídica. El principio de imputación subjetiva o principio de dolo o culpa implica la proscripción de sanción por una conducta en la que no concurra dolo o alternativamente imprudencia. Declara la STC 59/2008, de 14 de mayo, que “la CE otorga a la culpabilidad rango de principio estructural básico del Derecho Penal como derivación de la dignidad de la persona y el libre desarrollo de la personalidad”. 


			El art. 1 TRLRCSCVM, establece una moderación de la responsabilidad civil cuando concurren la negligencia del conductor y del perjudicado; declarando las SSTS de 24 de mayo de 1991 y 22 de febrero de 1992 que, “en el caso de concurrencia de conductas culposas se puede degradar la culpa del agente, moderar la indemnización o exonerar de responsabilidad al sujeto activo”. 


			2º.- Dolo e imprudencia


			El dolo es el conocimiento y voluntad de los elementos del tipo objetivo (elemento intelectual o conocimiento de los hechos y elemento volitivo o voluntad de realizarlos que no significa que se quieran todas sus consecuencias; deben concurrir simultáneamente; y en el elemento volitivo se diferencian el dolo y la imprudencia, puesto que cabe que el conocimiento esté presente también en la imprudencia consciente o con representación). El dolo en su elemento intelectivo supone la representación o conocimiento del hecho que comprende el conocimiento de la significación antijurídica de la acción y el conocimiento del resultado de la acción.


			En el dolo directo o de primer grado el sujeto persigue la realización de la infracción (intención); en el dolo indirecto o de segundo grado o dolo directo de segundo grado o indeterminado o de consecuencias necesarias el sujeto no persigue la realización del tipo penal pero se le representa como consecuencia inevitable de su actuar; y en el dolo eventual el sujeto se representa la existencia en su acción de un peligro serio e inmediato de que se produzca el resultado y que se conforme con tal producción y decida ejecutar la acción asumiendo la eventualidad de que aquel resultado se produzca, siendo suficiente para acreditar el carácter doloso del comportamiento el conocimiento del peligro propio de una acción que supera el límite de riesgo permitido (para vencer la dificultad de diferenciar el dolo eventual y la culpa consciente o con representación, se proponen las teorías del sentimiento o de la indiferencia -se atiende a la actitud interna del sujeto frente a la previsible producción del resultado lesivo-, de la probabilidad o representación -es decisivo el grado de probabilidad del resultado advertido por el autor- y del consentimiento o aprobación -el dolo eventual requiere la previsión del resultado y que el sujeto lo haya aprobado interiormente o haya estado de acuerdo con él-). Para el TS actúa con dolo eventual quien conoce los elementos del tipo objetivo o el peligro concreto que causa con su acción; la jurisprudencia para determinar el dolo eventual ha seguido las teorías de la probabilidad, el sentimiento y el consentimiento, pero aunque ha dado mayor relevancia a esta última en algunas ocasiones, en la actualidad conjuga las teorías de la probabilidad y del consentimiento especialmente, como se pone de manifiesto en las SSTS, Sala 2ª, de 27 de marzo de 1990, 25 de noviembre de 1991 y 23 de abril de 1992; y es exigible el conocimiento por el autor del riesgo elevado de producción del resultado que su acción contiene, de conformidad con lo declarado en la STS, Sala 2ª, de 12 de noviembre de 2001. La STS, Sala 2ª, 269/2019, de 1 de febrero, en relación a una tentativa de homicidio con dolo eventual, establece que el dolo eventual en principio supone una gravedad inferior al dolo directo, lo que puede tener traducción penológica.


			En los negocios civiles criminalizados el contrato se erige en instrumento disimulador, de ocultación, fingimiento y fraude; declara la STS, Sala 2ª, de 11 de junio de 2002 que, “la línea divisoria del dolo penal y el dolo civil en relación a los delitos contra el patrimonio se sitúa en la tipicidad, de modo que únicamente cuando la conducta del infractor realiza el tipo penal descrito, es punible la acción”.


			Los arts. 5 y 12 CP excluyen de raíz la responsabilidad objetiva, no puede castigarse un hecho sin estar plenamente cubierto por el dolo o culpa del autor. El art. 24.2 CE rechaza la responsabilidad presunta u objetiva y la inversión de la carga de la prueba en relación con el presupuesto fáctico de la sanción.


			El dolo en los delitos de omisión requiere el conocimiento de la situación generadora del deber, de conformidad con lo declarado en la STS, Sala 2ª, de 18 de marzo de 1997.


			La estimación en un tipo de un elemento subjetivo es la imposibilidad de su comisión culposa (elementos subjetivos del tipo en los delitos de intención del art. 386 CP, de tendencia que incluye los delitos de resultado cortado del art. 197 CP  y del art. 368 CP y de tendencia propiamente dicha como el tocamiento de los órganos genitales de los arts. 181 a 183 bis CP, y de expresión del delito de falso testimonio del art. 458 CP).


			El dolo debe ser acreditado; declarando al respecto la STS, Sala 2ª, de 28 de marzo de 2002 que obra con dolo quien conoce suficientemente el peligro concreto generado por su acción, que pone en riesgo específico a otros bienes y sin embargo actúa conscientemente.


			Lo que caracteriza e integra los tipos penales de imprudencia son la acción imprudente o la infracción del deber de cuidado, que deben inferirse de las pruebas practicadas. La imprudencia tiene su esencia en la creación de un peligro jurídicamente desaprobado o en la infracción de un deber de cuidado, según la STS, Sala 2ª, de 26 de marzo de 1994. El CP prescinde de la regulación genérica de la imprudencia punible, en la que no se prevé un mal previsible o no se evita cuando es evitable. Las infracciones penales imprudentes están integradas, según la STS, Sala 2ª, de 29 de abril de 2008, por la producción de un resultado, la infracción de un deber objetivo de cuidado y la conducta descuidada querida; la gravedad de la imprudencia se resuelve en la intensidad de sus elementos estructurales, esto es, en los elementos psicológico (poder saber y poder evitar) y normativo (deber de cuidado exigible), según las SSTS, Sala 2ª, de 27 de marzo de 1989 y 17 de julio de 1995. Excepcionalidad en el castigo de los delitos imprudentes; en la actualidad es superada la concepción de la imprudencia como una forma de culpabilidad, al ser considerada como una cuestión de tipo.


			El delito preterintencional surge cuando el resultado más grave no es sino un desarrollo no querido, pero de la misma índole que el querido, situado en una misma línea de ataque;  se debe sancionar a título de dolo hasta donde la intención alcance y como culpa hasta donde llegue el deber de evitar el daño previsible. La preterintencionalidad heterogénea ha de encontrar su correspondencia técnica y su sanción punitiva en las reglas generales del concurso de delitos, establecidas en los arts. 73 a 77 CP.


			El dolo y la imprudencia son considerados especialmente en el estudio penal de los delitos de homicidio (arts. 138 y 142 CP), lesiones (arts. 147 a 149 y 152 CP), detención ilegal (art. 167 CP), contra la libertad e indemnidad sexual (arts. 178, 179, 185, 187 y 189 CP), allanamiento de morada (art, 202 CP), contra el patrimonio y el orden socioeconómico (248, 252, 261, 263 y 301 CP), contra la hacienda pública (art. 305 CP), contra la ordenación del territorio (art. 319 CP), contra la salud pública (art. 368 CP), falsedades documentales (art. 390 CP), contra la administración pública (arts. 404, 410, 413, 432 y 435 CP), contra los sentimientos religiosos y el respeto a los difuntos (arts. 524 y 526 CP) y tenencia ilícita de armas (art. 564 CP).


			G ARTÍCULO 6 FUNDAMENTO Y LIMITACIONES DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD


			“1. Las medidas de seguridad se fundamentan en la peligrosidad criminal del sujeto al que se impongan, exteriorizada en la comisión de un hecho previsto como delito.


			2. Las medidas de seguridad no pueden resultar ni más gravosas ni de mayor duración que la pena abstractamente aplicable al hecho cometido, ni exceder el límite de lo necesario para prevenir la peligrosidad del autor”.


			Véanse los arts. 1 y 95 a 108 CP.


			Circular de la FGE 1/2005, de 31 de marzo: “En el art. 6.2 CP no se hace distinción entre unas u otras medidas de seguridad, ni del carácter completo o incompleto de la eximente que provoque su aplicación”.


			Consulta de la FGE 5/1997, de 24 de febrero: “En el art. 6.2 CP no se hace distinción entre unas u otras medidas de seguridad, ni del carácter completo o incompleto de la eximente que provoque su aplicación”.


			1º.- Fundamento de las medidas de seguridad


			Las medidas de seguridad se fundamentan en la peligrosidad criminal del sujeto al que se impongan, exteriorizada en la comisión de un hecho como delito (la peligrosidad es un juicio de probabilidad de comisión de nuevos delitos). Las medidas predelictuales, que no son posibles según lo declarado en la STC 23/1986, de 14 de febrero, vulneran el principio de legalidad consagrado en el art. 25.2 CE.


			Con las medidas de seguridad terapéuticas, educativas o asistenciales son objeto de tratamiento los supuestos de imputabilidad y semiimputabilidad; y con la medida de seguridad de libertad vigilada, los sujetos imputables cobran protagonismo en su aplicación.


			2º.- Adopción de medidas de seguridad


			En la adopción de las medidas de seguridad ha de respetarse el derecho de defensa y el principio de contradicción.


			Las medidas de seguridad no pueden resultar ni más gravosas ni de mayor duración que la pena abstractamente aplicable al hecho cometido, ni exceder el límite necesario para prevenir la peligrosidad del autor; por pena en abstracto hemos de entender la prevista para el delito normativamente, aunque teniendo en consideración el grado de ejecución y participación, y sin tener en cuenta las circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal; la determinación de la duración del tratamiento, opera como límite máximo de internamiento.


			La medida de seguridad no persigue la retribución del mal ocasionado como la pena, por lo que está sometida a un límite máximo que ha de ser fijado por el juzgador y que no podrá exceder del tiempo que habría durado la pena privativa de libertad; resulta obligado el cese del internamiento cuando consta la curación o la desaparición del estado de peligrosidad que motivó el mismo.


			En el sistema vicarial que contempla el art. 99 CP, caracterizado por la concurrencia de medidas de seguridad y penas privativas de libertad, las medidas de seguridad se configuran como forma alternativa de la pena (el cumplimiento de la medida se abonará para el de la pena, y, alzada la medida de seguridad se podrá suspender el cumplimiento del resto de la pena o aplicar una de las medidas previstas en el art. 96.3 CP).


			Declara la STS de 15 de julio de 2002 que, “en los casos de capacidad disminuida, no se permite que la pena pueda ser reemplazada totalmente por la medida”.


			H ARTÍCULO 7 APLICACIÓN DE LA LEY PENAL EN EL TIEMPO (modificado por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo)


			“A los efectos de determinar la ley penal aplicable en el tiempo, los delitos se consideran cometidos en el momento en que el sujeto ejecuta la acción u omite el acto que estaba obligado a realizar”.


			Véanse los arts. 1, 11, 13 y 132, y, Disposiciones Transitorias Primera y Segunda CP.


			1º.- Teoría de la actividad


			Los delitos se consideran cometidos en el momento en que el sujeto ejecuta la acción u omite el acto que estaba obligado a realizar (tempus comissi delicti). El art. 7 CP se acoge a la Teoría de la acción o de la actividad en orden a fijar la ley penal aplicable. Declara la STS de 16 de octubre de 1998 que, “no se considera actividad ejecutiva la realización de los meros actos preparatorios”.


			2º.- Otras teorías


			Para determinar en qué momento se entiende perpretado el delito a los efectos de concretar la ley aplicable en el tiempo se atiende doctrinalmente también a las teorías del resultado (se entiende cometida en el momento de la producción del resultado), de la ubicuidad (se entiende cometida tanto en el momento en el que se ejecuta u omite la acción como en el momento de la producción del resultado), del efecto intermedio (se entiende cometida en el momento en que se produce su primer efecto penal) y de la relevancia o valoración jurídica (se entiende cometida en el momento fijado para cada institución según su sentido y finalidad); el art. 7 CP se inclina por la teoría de la actividad como se ha puesto de manifiesto anteriormente, aunque olvida los actos preparatorios que en principio se adelantan a toda acción típica, además de los supuestos de provocación, conspiración y proposición expresamente tipificados en los arts. 17 y 18 CP.


			En el delito permanente será de aplicación la nueva ley penal más rigurosa si no han cesado los efectos antijurídicos de la infracción.


			En relación con el delito continuado, considerado como un ente real e integrado que no puede fragmentarse rompiendo el nexo de la continuidad de las conductas que lo integran, declara la STS, Sala 2ª, de 31 de octubre de 2000 que, “no existiría ninguna justificación para beneficiar a los autores que, no obstante el incremento de la amenaza penal, no inhibieron sus impulsos delictivos para continuar cometiendo el delito”. Por su parte, la STS, Sala 2ª, 1236/2018, de 9 de abril se pronunciaba en relación a un delito continuado de abuso sexual a menor de tres años, con prevalimiento; y la STS, Sala 2ª, 1210/2019, de 9 de abril, relativa a un delito continuado de falsedad en documento mercantil en relación de concurso medial con un delito continuado de estafa agravada por razón de abuso de firma, por razón de la cuantía y por abuso de relaciones personales entre víctima y defraudador. Análisis de los requisitos concurrentes para la apreciación de las agravantes específicas del art. 250.1.2º, 5º y 6º CP.


			I ARTÍCULO 8 CONCURSO APARENTE DE LEYES PENALES Y PRINCIPIOS PARA DETERMINAR EL PRECEPTO APLICABLE


			“Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de este Código, y no comprendidos en los artículos 73 a 77, se castigarán observando las siguientes reglas:


			1ª El precepto especial se aplicará con preferencia al general.


			2ª El precepto subsidiario se aplicará sólo en defecto del principal, ya se declare expresamente dicha subsidiariedad, ya sea ésta tácitamente deducible.


			3ª El precepto penal más amplio o complejo absorberá a los que castiguen las infracciones consumidas en aquél.


			4ª En defecto de los criterios anteriores, el precepto penal más grave excluirá los que castiguen el hecho con pena menor”.


			Véanse los arts. 9 y 73 a 77 CP.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 30 de junio de 1997: “La prevaricación de los arts 358 y 404 CP puede cometerse por omisión y puede apreciarse un concurso de normas entre el delito de impedimento por autoridad o funcionario en el ejercicio de los derechos cívicos del art. 542 CP, que deberá resolverse a favor de este último conforme al principio de especialidad que establece la regla 1ª del art. 8 CP”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 19 de julio de 2000: “La aplicación de la línea jurisprudencial que estima la concurrencia de un concurso de normas y no de delitos entre el tráfico de drogas y el contrabando, puede llevarse a cabo mediante recurso de casación ordinario (vía art. 849.1 LECr), recurso de revisión (vía art. 954 LECr) y revisión de sentencia firme en la que se aplicó el CP de 1973 para la aplicación de los preceptos del CP de 1995 si es más beneficiosa a través del recurso de casación por infracción de ley (vía art. 849.1 LECr)”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 10 de octubre de 2003: “Las alteraciones psíquicas ocasionadas a una víctima de agresión sexual, ordinariamente quedan consumidas por el tipo delictivo correspondiente conforme al principio de consunción o absorción que establece la regla 3ª del art. 8 CP, sin perjuicio de su valoración a efectos de la responsabilidad criminal”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 26 de febrero de 2008: “Concurso real entre los delitos de determinación coactiva al ejercicio de la prostitución del art. 188.1 CP y el tráfico e inmigración clandestina del art. 318 bis.1 CP. Se descarta la aplicación del art. 318 bis.2 CP, al tratarse de un supuesto de realización progresiva del tipo”.    


			1º.- Concurso de leyes y concurso de delitos


			Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de este Código, no comprendidos en los arts. 73 a 77 CP, se castigarán como un concurso de leyes.


			Declaran las SSTS, Sala 2ª,  de 6 de julio de 2004, 6 de junio de 2005 y 21 de junio de 2006 que, “cuando la total significación antijurídica de una conducta punible queda cubierta mediante la aplicación de una sola norma penal, nos encontramos ante un concurso de normas; pero si es necesario acudir conjuntamente a las dos para abarcar la total ilicitud del hecho, estamos ante un concurso de delitos”.


			El concurso de normas es considerado especialmente en los delitos de asesinato (art. 139 CP), lesiones (arts. 148 y 152 CP), contra la libertad e indemnidad sexual (arts. 178 y 183 CP) e incendios (art. 351 CP).


			En el concurso real de delitos al responsable de dos o más infracciones penales se le impondrán todas las penas correspondientes a las diversas infracciones, y, en el concurso ideal y medial de delitos al responsable de dos o más infracciones penales se le impondrá la pena correspondiente a la infracción más grave en su mitad superior, sin que pueda exceder de la que represente la suma de las que correspondería aplicar si se penaran separadamente las infracciones. La falsedad en documentos públicos, oficiales o de comercio, a diferencia de la falsedad en documentos privados, constituye un delito autónomo respecto de la estafa correlativa, en concurso ideal regulado y penado conforme el art. 77 CP.


			2º.- Reglas de aplicación en el concurso de leyes


			Los hechos en el concurso aparente de normas deben ser susceptibles de calificación en dos o más preceptos del CP, pero se castigarán aplicando uno solo, cuya determinación se alcanza a través de los principios de especialidad (delitos societario y apropiación indebida de los arts. 295 y 252 CP) , subsidiariedad (delitos de uso de documento falso y falsificación de los arts. 393 y 392.1 CP), consunción o absorción (delitos de tráfico de drogas y contrabando del art. 368 CP y Ley de Contrabando, agresión sexual y lesiones de los arts. 178 y 147 CP, delitos de estafa procesal y falso testimonio de los arts. 250.1.7º y 458 CP, delitos de cohecho y omisión del deber de perseguir delitos de los arts. 419 y 450 CP, etc.) y alternatividad (delitos de falsedad o estafa el uso de documento privado falso para perjudicar a otro de los arts. 396 y 250.1.7º CP, delitos contra la ordenación del territorio y el medio ambiente de los arts. 319 y 321 CP, etc.). Normativamente se sigue el orden de preferencia observado por la jurisprudencia.


			1) Aplicación del precepto penal especial con preferencia al general: Cuando el precepto especial añade elementos que contiene el precepto general, se aplica el principio proclamado por la jurisprudencia ``lex specialis derogat legi generali´´ (prevalencia de la ley especial).


			2) Aplicación del precepto penal subsidiario sólo en defecto del principal: La subsidiariedad puede ser expresa (complicidad y cooperación necesaria) o tácita (lesión escalonada de un bien jurídico), y, en la norma subsidiaria se sancionan conductas menos graves que las que incluye la norma principal; en la relación de subsidiariedad, se aplica el principio proclamado por la jurisprudencia ``lex principalis derogat legi subsidiariae´´ (aplicación de la ley subsidiaria si no entra en juego la principal).


			Los delitos especial y principal se comportan como círculos concéntricos.


			3) Aplicación del precepto penal amplio o complejo que consume al más simple: En la relación de consunción o absorción, que opera en concreto como dos círculos tangentes, se aplica el principio proclamado por la jurisprudencia ``lex consumens derogat legi consumptae´´ (la norma amplia o compleja  y la simple o consumida coinciden en el caso concreto en un punto, quedando determinadas las mismas por un juicio de valor que deberá tener en consideración las penas establecidas para las conductas típicas correspondientes).


			El delito consumado absorbe la tentativa y las resoluciones manifestadas de la voluntad; la tentativa absorbe las resoluciones manifestadas de la voluntad, concretadas en los arts. 17 y 18 CP a la conspiración, proposición y provocación.


			4º.- Aplicación del precepto que imponga mayor sanción: Cuando una conducta es subsumible en más de un precepto penal, en virtud del principio de alternatividad establecido por la regla 4ª del art. 8 CP (se recoge expresamente en el art. 570 quáter.2 CP), que opera como dos círculos secantes y solo en defecto de los principios anteriores, se aplica el precepto que imponga mayor sanción.


			J ARTÍCULO 9 APLICACIÓN DEL CÓDIGO PENAL EN LA LEGISLACIÓN ESPECIAL (modificado por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo)


			“Las disposiciones de este Título se aplicarán a los delitos que se hallen penados por leyes especiales. Las restantes disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en lo no previsto expresamente por aquéllas”.


			Véanse las Disposiciones Transitoria Undécima y Derogatoria Única CP; arts. 6 a 9 LRJCC; 1  a 3 LORC; 135 a 153 LOREG; 1 LOTJ; 13 a 28, 30 a 48 y 50 a 75 LPPNA.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 27 de abril de 2005: “Admitir la adhesión en casación, supeditada en los términos previstos por la Ley de Jurado, arts. 846 bis b), d) y e) LECr”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 29 de enero de 2008: “Conforme al art. 240.2 apartado 2 LOPJ, en todos los recursos de casación promovidos contra sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales o los Tribunales Superiores de Justicia, en el procedimiento del Jurado, la Sala sólo examinará de oficio su propia competencia. Las alegaciones sobre al falta de competencia objetiva o la inadecuación del procedimiento, basadas en la vulneración del art. 5 LOTJ, habrán de hacerse valer por los medios establecidos, con carácter general, en la LECr y en la LOTJ”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 22 de julio de 2008: “La referencia que el art. 847 LECr hace al recurso de casación por infracción de ley contra las sentencias dictadas por las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia, incluye los motivos previstos en el art. 849. 1 y 2 LECr”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 21 de julio de 2009: “Para la resolución de las incidencias derivadas del Jurado es competente el Magistrado que presidió el Tribunal del Jurado o en su caso quien orgánicamente le sustituya.


			Las decisiones adoptadas en ejecución de sentencia por el Presidente del Tribunal del Jurado serán resueltas en apelación por el Tribunal Superior de Justicia”.


			Acuerdo de la Sala 2ª del TS de 23 de febrero de 2010 (sustituye al Acuerdo de 20 de enero de 2010): “Cuando se imputen varios delitos y alguno de ellos sea de los enumerados en el art. 1.2 de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado (LOTJ):


			1. La regla general es el enjuiciamiento separado, siempre que no lo impida la continencia de la causa.


			a) Se entenderá que pueden juzgarse separadamente distintos delitos si es posible que respecto de alguno o algunos pueda recaer sentencia de fallo condenatorio o absolutorio y respecto de otro u otros pueda recaer otra sentencia de sentido diferente.


			b) La analogía o relación entre varios hechos constitutivos de varios delitos, en ningún caso exige, por sí misma, el enjuiciamiento conjunto si uno o todos ellos son competencia del Tribunal del Jurado (art. 1.2 LOTJ).


			2. La aplicación del art. 5.2 a) LOTJ no exige que entre los diversos imputados exista acuerdo. Se incluyen los casos de daño recíproco.


			3. La aplicación del art. 5.2 c) LOTJ requiere que la relación funcional a la que se refiere se precie por el órgano jurisdiccional en atención a la descripción externa u objetiva de los hechos contenidos en la imputación.


			La competencia se extenderá al delito conexo siempre que se haya cometido teniendo como objetivo principal perpretar un delito que sea de la competencia del Tribunal del Jurado, es decir, que ha de ser de la competencia del Jurado aquel cuya comisión se facilita o cuya impunidad se procura.


			Por el contrario, si el objetivo perseguido fuese cometer un delito que no es competencia del Tribunal del Jurado y el que se comete para facilitar aquél o lograr su impunidad fuese alguno de los incluidos en el art. 1.2 LOTJ, en estos casos la competencia será del Juzgado de lo Penal o de la Audiencia Provincial, salvo que, conforme al apartado 1 de este Acuerdo, puedan enjuiciarse separadamente.


			Cuando existieren dudas acerca de cuál es el objetivo principal perseguido por el autor de los hechos objeto de las actuaciones y uno de ellos, al menos, constituya delito de los atribuidos al Tribunal del Jurado (art. 1.2 LOTJ), la competencia se determinará de acuerdo con la que corresponda al delito más gravemente penado de entre los imputados.


			4. El art. 5.3 LOTJ, al mencionar un solo hecho que pueda constituir dos o más delitos, incluye los casos de unidad de acción que causaren varios resultados punibles.


			5. Se excluye el caso de la prevaricación, que nunca será competencia del Tribunal del Jurado.


			6. En consecuencia, cuando no se aprecie alguna de las consecuencias previstas en el art. 5.2 c) LOTJ o el delito fin no sea de los enumerados en el art. 1.2 LOTJ (cuando hubiere dudas sobre cuál es el delito fin se atenderá al criterio de la gravedad); no concurran las circunstancias de los apartados a) o b) del art. 5.2 LOTJ; no se trate de un caso de concurso ideal o de unidad de acción; o, en cualquier caso, siempre que uno de los delitos sea de prevaricación, y no pueda procederse al enjuiciamiento separado sin romper la continencia de la causa, la competencia será del Juzgado de lo Penal o de la Audiencia Provincial”.


			Circular 3/1995, de 27 de diciembre, sobre el proceso ante el Tribunal del Jurado: Su ámbito de aplicación.


			Circular 4/1995, de 29 de diciembre, sobre el proceso ante el Tribunal del Jurado: Las actuaciones en el Juzgado de Instrucción.    


			1º.- Aplicación del Título Preliminar a los delitos penados en leyes especiales


			El legislador otorga al Título Preliminar del CP un papel central en la totalidad del Derecho Penal, pues es de aplicación a los delitos penados por leyes especiales.


			2º.- Aplicación supletoria del Código Penal


			El legislador otorga a las disposiciones del CP no contenidas en el Título Preliminar una vocación de generalidad por su aplicación supletoria que no se compadece con la realidad, pues los Libros II y III no se prestan a un trasvase para completar los tipos penales de las leyes especiales. No obstante, se debe tener en consideración el principio de unidad del ordenamiento jurídico y el carácter complementario de los tipos previstos en las Leyes Penales Especiales.


			El militar español que cometiere el delito de espionaje militar tipificado en el art. 25 CPM será considerado autor de un delito de traición militar. 


			En relación con el delito de revelación de secretos e informaciones relativas a la seguridad y defensa nacionales, tipificado en el art. 26 CPM, el militar que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los artículos 277 ó 598 a 603 CP será castigado con la pena establecida en el mismo incrementada en un quinto de su límite máximo. En situación de conflicto armado o estado de sitio se impondrá la pena superior en uno o dos grados.


			El delito de revelación de secretos o informaciones sobre la defensa nacional, tipificado en el art. 53 CPM de 1985, se independiza de los delitos de traición militar y de espionaje militar; se define el secreto militar como todo dato, conocimiento, objeto o procedimiento (se encuentre o no materializado en instrumento tangible) que afecte a la eficacia o preparación defensiva u ofensiva de las FFAA y deba ser guardado en interés de la defensa militar de la Patria, estando determinado el objeto material de los secretos militares por aquellas materias que se refieren a la eficacia y preparación de las FFAA y no deban de trascender más allá del círculo de personas que por razón de su cargo tengan que conocer de los planes, programas, desarrollo e investigaciones técnicas, armamento, construcciones, sistemas de apoyo logístico, adiestramiento de unidades, preparación del personal, etc.8; siendo el bien jurídico protegido la seguridad y defensa nacional, y la política de defensa del Estado definida en los arts. 2 y 15 LCM; en cuanto a que haya de entenderse por informaciones, el art. 2 RLSO establece que son “los conocimientos de cualquier clase de asuntos…”, y, la STCM de 9 de julio de 1987 (asunto Perote) declara que “habrá que aceptar que información es conocimiento y que conocimiento es información, sea cual fuere su soporte material, de tal manera que la acción desplegada para acceder al conocimiento de la materia clasificada conforma el acto de procuramiento, toda vez que estamos ante un delito de resultado (consistente en obtener la información clasificada) que no necesita para su consumación que la conducta típica -cualquiera de ellas- origine un riesgo para el bien jurídico protegido…”9. La STS, Sala 5ª, de 18 de febrero de 1998, declara que en la conducta prevista en el art. 598 CP puede ser sujeto activo cualquiera, mientras que en la prevista en el art. 53 CPM de 1985 tiene que ser sujeto activo forzosamente quien posea la condición de militar, lo que configura al primer delito como común y al segundo como especial…; y de acuerdo con el art. 8.1 CP, el precepto especial se aplicará con preferencia al general.


			Como conducta residual y plenamente diferenciada de los delitos de traición y espionaje, la revelación de información relativa a la defensa nacional se caracteriza por ser un delito que puede ser cometido por cualquier persona10; la intención del culpable no debe abarcar el propósito de favorecer al enemigo o a una potencia extranjera; y la materia objeto de protección penal se debe concretar en secretos o informaciones legalmente clasificadas relativas a la defensa nacional, a los medios técnicos o sistemas empleados por las Fuerzas Armadas o las industrias de interés militar11.


			En el delito de divulgación intencionada de invención objeto de solicitud de patente secreta por interés de la defensa nacional tipificado en el art. 277 CP, la acción típica consiste en divulgar la invención objeto de una solicitud de patente secreta (o de una patente concedida), en contravención con lo dispuesto en la legislación de patentes (hemos de tener en consideración la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes); es un delito doloso, en el que no cabe el dolo eventual al requerir que la divulgación de invención objeto de patente secreta por interés de la defensa nacional sea intencionada. La protección penal de las invenciones objeto de patente de interés para la defensa nacional tiene su base en la tipificación del delito del art. 277 CP, que es un delito no patrimonial ni socioeconómico (delito no pluriofensivo), contra la defensa nacional (mejor criterio sistemático de ubicación que el adoptado por el legislador), un tipo penal en blanco (la materia prohibida, debe ser integrada por el complemento indispensable de la contravención de la normativa de patentes), de tendencia o simple actividad (no exige el precepto la materialización de un perjuicio determinado), de peligro abstracto (la infracción penal se produce con el mero hecho de divulgar intencionadamente la patente secreta, sin necesidad de ninguna consecuencia ulterior, lucrativa o perjudicial; y su incorporación al CP responde a la necesidad de protección en abstracto del bien jurídico de la defensa nacional), de efectos permanentes (crea una situación antijurídica que no está en la voluntad del autor cancelar), especial propio (solo quien conoce la invención objeto de patente de interés para la defensa nacional puede ser sujeto activo, aunque Luzón Peña, D. M. considera que se trata de un delito común) y perseguible de oficio (infracción penal perseguible de oficio como delito contra la propiedad industrial después de la LO 15/2003, de 25 de noviembre, de modificación del Código Penal, y, como delito contra la defensa nacional por afectar a los intereses generales). Tiene como base jurídica la normativa nacional, comunitaria e internacional relacionada esencialmente con la defensa nacional y la patente de invención; las consideraciones científicas relacionados con esta infracción penal; y la jurisprudencia relacionada con los delitos integrados por expresiones jurídicas que se contemplan en el art. 277 CP, especialmente los delitos ``de descubrimiento y revelación de secretos e informaciones relativas a la defensa nacional´´ tipificados en los arts. 598 a 603 del Código Penal y en el art. 26 del Código Penal Militar.


			Los delitos recogidos en los arts. 598 a 603 CP comprenden distintas conductas de revelación, falseamiento e inutilización de información clasificada, manifestando un sector autorizado de la doctrina penalista (Segrelles de Arenaza, I.; Vives Antón, T. S.; y Rodríguez Villasante y Prieto, J. L.),  que el objeto de la acción es la materia clasificada, definida por el art. 598 CP como “la información legalmente calificada como reservada o secreta, relacionada con la seguridad nacional o la defensa nacional o relativa a los medios técnicos o sistemas empleados por las Fuerzas Armadas o las industrias de interés militar”. Señala Morales García, O. que la única novedad que plantea este precepto en relación con los precedentes arts. 135 bis a) y siguientes CP de 1973 es que estos mantenían los términos ``información legalmente clasificada´´, debiendo entenderse que la calificación legal o realizada según la LSO se predica del legislativo y ejecutivo, así como que la clasificación y calificación se fusionan en un solo momento (el RDLSO no contribuye a la clarificación del alcance de los términos empleados en los arts. 598 y siguientes CP, por lo que incluso aunque no se aceptara la argumentación ofrecida, abogamos por una interpretación teleológica de los tipos cuya comprensión permita el anclaje de conductas sin duda plenamente adecuadas a su finalidad); y si la calificación de la información como reservada o secreta sólo puede recaer sobre aquella que de ser pública sería susceptible de afectar a la seguridad y defensa nacional, tanto el principio de ofensividad, como la vinculación estricta a los elementos del tipo objetivo imponen la verificación, al menos, de su puesta en peligro12.


			La ley penal exige la revisión por el juez de la clasificación realizada a fin de comprobar la concurrencia de este elemento del tipo, y, vedar el acceso del Juez a los documentos secretos para revisar su clasificación, imponiendo una presunción ``ìuris et de iure´´ de que lo clasificado está siempre bien clasificado, supondría como dice Segrelles de Arenaza, I. permitir al Poder Ejecutivo realizar las funciones del Poder Judicial, es decir, interpretar la Ley Penal en el momento de su aplicación13.


			Son Acuerdos a considerar en relación con este aspecto: El Acuerdo de 21 de septiembre de 1960 de la OTAN para la salvaguarda mutua del secreto de invenciones relativas a la defensa respecto de las cuales se hayan presentado solicitudes de patentes, al que España se adhirió por Instrumento de 17 de julio de 1987; el Acuerdo de 19 de octubre de 1970 de la OTAN sobre la comunicación de información técnica con fines de defensa, al que España se adhirió por Instrumento de 17 de julio de 1987; y el Acuerdo de Seguridad de la Unión Europea Occidental, hecho en Bruselas el 28 de marzo de 1995 y ratificado por España por Instrumento de 2 de febrero de 199614.


			En relación con la imposibilidad de revisión judicial de las materias clasificadas, declaran las SSTC 11/1989, de 24 de enero; 145/1998, de 22 de julio; y 164/1998, de 26 de septiembre: “Que la imposibilidad de revisión judicial de las materias clasificadas conduce aquí, de nuevo, a un desapoderamiento del Juez Penal, más grave aún si cabe que la sustracción al proceso de un elemento probatorio, en cuanto la interpretación de uno de los requisitos del tipo queda en manos del Poder Ejecutivo y sustraído del conocimiento jurisdiccional, lo que constituye una vulneración frontal de las garantías del art. 24.2 CE, que comprende el derecho a juez ordinario predeterminado por la ley y a un proceso con todas las garantías y, entre ellas, como garantía fundamental de la Administración de Justicia en un Estado de Derecho, la independencia e imparcialidad del juzgador”.


			Señalan García de Enterría, E, y, Fernández, T. R. que, ``la discrecionalidad del Gobierno para clasificar y desclasificar documentos encuentra su límite, como toda potestad discrecional, en la interdicción de la arbitrariedad que proclama el art. 9.3 CE y que a los Jueces corresponde en última instancia, a través de la tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos que a todos reconoce sin excepción el art. 24 CE, verificar y, en su caso, controlar´´15”. Cuando se trata de acceder a la jurisdicción, funciona con toda su intensidad el principio ``pro actione´´, de suerte que el Tribunal puede y debe comprobar si la causa obstativa de la resolución del asunto sometido a la jurisdicción ordinaria efectivamente existe, en primer lugar, y si la interpretación dada a dicha causa en el caso concreto conculca el derecho fundamental, en segundo y último, pues el rechazo de la acción basado en una interpretación restrictiva de las condiciones establecidas para su ejercicio comporta la vulneración del derecho reconocido en el art. 24.1 C.E16.
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